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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
198 DE 2018 SENADO, 227 DE 2018 CÁMARA

por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 

adoptan medidas para su sujeción a la justicia.

Bogotá, D. C., 13 de junio de 2018
Doctor
ROOSVELT RODRÍGUEZ RENGIFO
Presidente
Comisión Primera
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para 

segundo debate al Proyecto de ley número 198 
de 2018 Senado, 227 de 2018 Cámara, por 
medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales 
y se adoptan medidas para su sujeción a la 
justicia.

SÍNTESIS DEL PROYECTO
A través de este proyecto de ley se consagran 

una serie de medidas penales y de procedimiento 
penal para facilitar la investigación y juzgamiento 
de los Grupos Delictivos Organizados y de los 
Grupos Armados Organizados, estableciendo 
para estos últimos un procedimiento especial de 
sometimiento a la justicia.

TRÁMITE DEL PROYECTO
Origen: Gubernamental.
Autor: Ministro de Justicia y del Derecho – 

Enrique Gil Botero.

Proyecto publicado: Gaceta del Congreso 
número 084 de 2018.

Trámite del proyecto: Mensaje de Urgencia.
Primer debate: 5 de junio de 2018 – 

Comisiones Primeras Conjuntas.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN  

DE PONENCIA
Conforme a lo expresado en el artículo 

150 de la Ley 5ª de 1992, el día 18 de abril en 
Senado y el día 4 de mayo de 2018 en Cámara, 
fuimos designados ponentes en primer debate del 
Proyecto de ley número 198 de 2018 Senado, 
227 de 2018 Cámara, por medio de la cual se 
fortalecen la investigación y judicialización de 
organizaciones criminales y se adoptan medidas 
para su sujeción a la justicia.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto de ley está integrado por cincuenta 

y ocho (58) artículos clasificados en tres títulos, el 
primer título comprende el ámbito de aplicación 
de la ley, cuyas disposiciones se aplicarán a los 
Grupos Armados Organizados y a los Grupos 
Delictivos Organizados.

El segundo título comprende las “medidas 
para el fortalecimiento de la investigación y la 
judicialización de los Grupos Armados Organi-
zados y a los Grupos Delictivos Organizados, 
dotando de las herramientas necesarias a los 
organismo judiciales para adelantar las labores 
investigativas necesarias.

El tercer título consagra el procedimiento 
especial para el sometimiento a la justicia de 
los Grupos Armados organizados, aplicable 
exclusivamente a este tipo de organizaciones.
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COMENTARIOS DE LOS PONENTES
CONSIDERACIONES GENERALES
Tal y como lo determinó en su informe final1 

la Comisión Asesora de política Criminal del 
Ministerio de Justicia y del Derecho, luego del 
sometimiento a la justicia del paramilitarismo, 
hubo una “atomización del crimen organizado”, 
que se refleja actualmente con la presencia de 
diferentes grupos delincuenciales, financiados 
entre otros por economías ilegales provenientes 
del narcotráfico y de la minería ilegal.

De acuerdo con la Fundación Paz y 
Reconciliación2, la desmovilización de las 
Autodefensas Unidas de Colombia tuvo un 
carácter parcial y que los mandos medios y los 
reductos paramilitares que persistieron después 
de cerrado el ciclo de negociación fueron el 
reservorio de las nuevas bandas criminales. 
Estas fuerzas florecieron en la mayoría de los 
territorios donde dejaron las armas los bloques 
paramilitares, solo que ahora ponen mayor 
atención a los centros urbanos y han cambiado 
sus modalidades organizativas acudiendo a un 
funcionamiento en red en vez de las estructuras 
verticales que habían tenido en la fase anterior. 
Persisten en el negocio del narcotráfico, pero 
derivan con gran eficacia hacia el microtráfico en 
las grandes ciudades y al tiempo han ampliado 
su participación en la minería ilegal, en el 
contrabando de muy diversos productos, en la 
trata de personas, en la extorsión, en el robo 
de celulares y de autopartes, componiendo un 
portafolio diverso y potente.

Es tal el nivel de criminalidad de estas 
organizaciones que las herramientas de 
judicialización vigentes, no responden con la 
eficacia adecuada y necesaria para adelantar en 
forma exitosa este proceso.

En el mencionado informe la Comisión de 
Política Criminal mencionó que, “el gobierno 
identifica a las Bacrim como la principal amenaza 
a la seguridad de los colombianos y señala que 
estos grupos criminales están detrás del repunte 
en los últimos dos años de muchos de los delitos 
anteriormente mencionados. Frente a este 
escenario, el gobierno ha planteado una estrategia 
de judicialización de las Bacrim, focalizada 
regionalmente y que incluye mecanismos concretos 
para lograr una coordinación más eficaz entre 
estamentos militares, policiales y de justicia”, 
a través de esta iniciativa, se busca robustecer 
lo relativo a los instrumentos judiciales para la 
investigación y juzgamiento de los miembros de 
estos grupos del crimen organizado.

1	 INFORME FINAL Diagnóstico y propuesta de linea-
mientos de política criminal para el Estado colombiano, 
Comisión Asesora de Política Criminal, julio de 2012. 

2	 	

De acuerdo con Vicente Torrijos3, en 
Colombia, las Bandas Criminales (Bacrim) 
son organizaciones macrocriminales, significa-
tivamente armadas, que desarrollan actividades 
tanto de control de grandes negocios ilícitos 
como de depredación subsidiaria de los mismos, 
y que con frecuencia emplean la violencia como 
mecanismo de disciplinamiento interno, de 
delimitación de áreas de influencia específicas 
y de coacción e intimidación unilateral sobre 
terceros a fin de mantener las condiciones 
de operación requeridas por sus actividades. 
Tomando en cuenta esta condición, la iniciativa 
legislativa que se pone a consideración de las 
Comisiones Primeras Conjuntas, hace una 
clasificación de los grupos delincuenciales a los 
que se enfrenta la institucionalidad colombiana, 
tomando en cuenta su forma de accionar, el nivel 
de influencia, su forma de organización, así como 
el número de víctimas, dando lugar a la existencia 
de Grupos Delincuenciales Organizados, con un 
menor nivel de accionar y los Grupos Armados 
Organizados, que cuentan con un nivel mayor de 
accionar, organización, impacto y sofisticación de 
sus conductas.

Para la definición de los Grupos Armados 
Organizados, se toma en cuenta además, la 
calificación previa del Consejo de Seguridad 
Nacional.

En este mismo sentido, tomando en cuenta que 
Colombia ratificó mediante la Ley 800 de 2003, 
la Convención de las Naciones Unidas Contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, que 
establece la clasificación de Grupo Delictivo 
Organizado, así como de los grupos estructurados. 
Este proyecto de ley, guarda concordancia con 
las disposiciones de esta convención, en especial 
en lo relativo a la lucha contra la criminalidad 
organizada y la extradición, toda vez que el 
sometimiento a la justicia por parte de los Grupos 
Armados Organizados, no es óbice para la 
eventual extradición de miembros de estos grupos 
si hay lugar a esta.

Finalmente, es necesario recordar que el 
punto 3.4 del Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto estableció como las medidas 
indispensables para la terminación del conflicto, 
que: “el Gobierno nacional garantizará la 
implementación de las medidas necesarias para 
intensificar con efectividad y de forma integral, 
las acciones con las organizaciones y conductas 
criminales responsables de homicidios y masacres, 
que atentan contra defensores/as de Derechos 
Humanos, movimientos sociales o movimientos 
políticos o que amenacen o atenten contra las 
personas que participen en la implementación 

3	 TORRIJOS R., Vicente. 2010. TERRORISMO DESMI-
TIFICADO Verdades y Mentiras Sobre la Violencia en 
Colombia. REVISTA – Bogotá (Colombia) Vol. 5 No. 1 
– Enero – Junio. [En línea] Mayo de 2010. [Citado el: 12 
de noviembre  de 2017.] http://www.umng.edu.co/www/
resources/Articulo%206.pdf. Pág. 130.
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de los acuerdos y la construcción de la paz, 
incluyendo las organizaciones criminales que 
hayan sido denominadas como sucesoras del 
paramilitarismo y sus redes de apoyo. Además 
asegurará la protección de las comunidades en 
los territorios, que se rompa cualquier tipo de 
nexo entre política y uso de las armas, y que se 
acaten los principios que rigen toda sociedad 
democrática.

Esta iniciativa desarrolla lo previsto en 
este punto del Acuerdo Final y establece 
particularmente medidas, como la creación 
del tipo penal autónomo de Amenazas contra 
defensores de Derechos Humanos y servidores 
públicos, así como el tipo penal de Asesoramiento 
a Grupos delictivos organizados y Grupos 
Armados organizados.

Establece además una circunstancia de 
agravación punitiva al delito de constreñimiento 
al sufragante, cuando este sea cometido por 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados y modifica el tipo 
penal de concierto para delinquir, estableciendo 
como circunstancia de agravación punitiva que el 
delito sea cometido por un servidor público.

En lo relativo al sometimiento a la Justicia de 
los Grupos Armados Organizados, se establecen 
las condiciones bajo las cuales se puede dar este 
sometimiento para obtener un beneficio judicial 
de una rebaja de hasta el 50% de la pena, que 
no será acumulable con otros beneficios de 
rebaja y no limita la investigación de nuevas 
conductas cometidas por los integrantes de estos 
grupos. 	

TRÁMITE PROYECTO DE LEY 
COMISIONES PRIMERAS CONJUNTAS
El 5 de junio de 2018 se llevó a cabo el debate 

y aprobación de este proyecto de ley en las 
Comisiones Primeras Conjuntas, durante el mismo 
se radicaron cuarenta y cuatro proposiciones, que 
fueron estudiadas a través de una subcomisión 
que presentó las siguientes conclusiones:

1.	 Avalar diez proposiciones presentadas por 
los Senadores y Representantes, Alfredo 
Rangel, Paloma Valencia, Manuel Enrí-
quez, Roy Barreras, Carlos Abraham Jimé-
nez y Germán Navas.

2.	 Avalar parcialmente seis proposiciones pre-
sentadas por los Senadores Alfredo Rangel, 
Roy Barreras y los Representantes Carlos 
Abraham Jiménez, Germán Navas, Samuel 
Hoyos y María Fernando Cabal.

3.	 Revisar en la ponencia para segundo deba-
te, las modificaciones propuestas a los artí-
culos 21 y 45.

Así las cosas, el proyecto de ley fue aprobado 
con las siguientes mayorías:

Proposición con que termi-
na el informe de ponencia

Senado: 13 votos por el Sí- 1 
por el No.
Cámara: 22 votos por el Sí – 
4 por el No.

Primer bloque de artículos Senado: 13 por el Sí – 0 por 
el No.
Cámara: 20 por el Sí – 1 por 
el No. 

Informe subcomisión Senado: 12 por el Sí – 0 por 
el No.
Cámara: 26 por el Sí – 0 por 
el No. 

Título y Pregunta Senado: 12 por el Sí – 0 por 
el No.
Cámara: 26 por el Sí – 0 por 
el No.

Modificaciones
1.	 En el artículo 16 se modifica el encabezado 

estableciendo que se trata de la adición de 
un artículo 242B a la Ley 906 de 2004. En 
ese mismo artículo se modifica la expresión 
en la “Sentencia C-156-16”, por la jurispru-
dencia constitucional.

2.	 En el artículo 17 se modifica el encabezado 
estableciendo que se trata de la adición de 
un parágrafo al artículo 243 de la Ley 906 
de 2004.

3.	 En el artículo 18, se modifica el enuncia-
do estableciendo que se adicionan dos pa-
rágrafos al artículo 244 de la Ley 906 de 
2004.

4.	 En el artículo 23 se modifica el término de 
detención preventiva, que pasa de tres a 
cuatro años, por la complejidad de los deli-
tos a investigar.

5.	 En el artículo 25, de conformidad con la 
constancia dejada con el Representante 
Alejandro Carlos Chacón se hace clari-
dad que no habrá lugar a la aplicación del 
principio de oportunidad, ni acuerdos adi-
cionales, que generen beneficios cuando el 
procesado se haya acogido al proceso de 
sometimiento.

6.	 Se consagra un nuevo artículo 30-A para 
la restricción de cuentas bancarias y ope-
raciones en efectivo cuando se conceda la 
libertad condicional.

7.	 En el artículo 35 se modifica el artícu-
lo aprobado en las Comisiones Primeras 
Conjuntas referido a la reglamentación 
por parte del Gobierno Nacional y se es-
tablece una reglamentación interna en la 
Fiscalía General de la Nación del proceso 
de judicialización.

8.	 En el artículo 36 se adiciona un numeral es-
tableciendo la obligación del Grupo Arma-
do Organizado de entregar la información 
que conduzca a la ubicación de las personas 
desaparecidas por el mencionado grupo.
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9.	 En el artículo 39 se adiciona un parágrafo 
reiterando la perdida de los derechos polí-
ticos de quienes se acojan al procedimiento 
de sometimiento a la justicia.

10.	 En el artículo 41 se hace claridad sobre la 
ubicación de las zonas de reunión y la plena 
garantía del ejercicio de los derechos de las 
personas en este territorio.

11.	 En el artículo 46 se hace un ajuste concep-
tual de los delitos sexuales, toda vez que el 
bien jurídico tutelado es la libertad, integri-
dad y formación sexuales.

12.	 En el mismo artículo 46 se elimina la pre-
visión relativa a la perdida de los derechos 
políticos, toda vez que esta disposición se 
incluyó en el artículo 39.

13.	 En el parágrafo 2° del artículo 48 se esta-
blece la obligación de publicar el escrito de 
acusación colectiva y de entregar copia del 
escrito de acusación colectiva a las partes o 
intervinientes que lo soliciten.

14.	 En el artículo 51 se establece que el trasla-
do que se debe correr de la fecha de la rea-
lización de las audiencias se debe hacer en 
un medio de amplia circulación nacional.

15.	 En el artículo 58, de conformidad con lo 
propuesto por el Senador Roy Barreras du-
rante el trámite en las Comisiones Primeras 
Conjuntas, se establece un periodo de prue-
ba de diez años, después de haber obtenido 
la libertad condicional o plena.

PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones, solicitamos 

a la Plenaria del Senado de la República, dar 
segundo debate al Proyecto de ley número 198 
de 2018 Senado, 227 de 2018 Cámara, por 
medio de la cual se fortalecen la investigación y 
judicialización de organizaciones criminales y se 
adoptan medidas para su sujeción a la justicia, 
con el pliego de modificaciones propuesto.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 198 DE 

2018 SENADO, 227 DE 2018 CÁMARA

por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 

adoptan medidas para su sujeción a la justicia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN
CAPÍTULO ÚNICO
Normas generales

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones previstas en la presente ley se 
aplicarán en la investigación y judicialización de 
los Grupos Delictivos Organizados (GDO), y los 
Grupos Armados Organizados (GAO).

Las disposiciones establecidas en el Título 
III se aplicarán exclusivamente para los Grupos 
Armados Organizados (GAO).

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de 
esta ley se entenderá por:

Grupos Armados Organizados (GAO): 
Aquellos que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio 
un control tal que les permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas.

Para identificar si se está frente a un Grupo 
Armado Organizado se tendrán en cuenta los 
siguientes elementos concurrentes:

•	 Que use la violencia armada contra la Fuer-
za Pública u otras instituciones del Estado; 
la población civil; bienes civiles, o contra 
otros grupos armados.

•	 Que tenga la capacidad de generar un nivel 
de violencia armada que supere el de los 
disturbios y tensiones internas.

•	 Que tenga una organización y un mando 
que ejerza liderazgo o dirección sobre sus 
miembros, que le permitan usar la violen-
cia contra la población civil, bienes civiles 
o la Fuerza Pública, en áreas del territorio 
nacional.

Grupo Delictivo Organizado (GDO): 
El grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con 
arreglo a la Convención de Palermo, con miras 
a obtener, directa o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio de orden material.

Los delitos cometidos por estos grupos no 
necesariamente tendrán que ser de carácter 
transnacional sino que abarcarán también aquellos 
delitos que se encuentren tipificados en el Código 
Penal  Colombiano.

http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
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Parágrafo. En todo caso, para establecer si 
se trata de un Grupo Armado Organizado, será 
necesaria la calificación previa del Consejo de 
Seguridad Nacional.

TÍTULO II
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO 

DE LA INVESTIGACIÓN Y DE LA 
JUDICIALIZACIÓN DE LOS GRUPOS 

DELICTIVOS ORGANIZADOS Y DE LOS 
GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS

CAPÍTULO I
Medidas punitivas para combatir las 

organizaciones criminales
Artículo 3°. Adiciónese el artículo 182A de la 

Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
Artículo 182A. Constreñimiento ilegal 

por parte de miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. 
Los miembros, testaferros o colaboradores de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, que mediante constreñimiento 
impidan u obstaculicen el avance de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET), establecidos en el Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera, así como cualquier 
otra actividad para la implementación del Acuerdo 
Final, incurrirán en prisión de cuatro (4) a seis (6) 
años.

Artículo 4°. Adiciónese un inciso final al 
artículo 387 de la Ley 599 de 2000, relativo al 
Constreñimiento al sufragante, el cual quedará así:

La pena se aumentará en una tercera parte 
cuando la conducta sea cometida por miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 340 de 
la Ley 599 de 2000, relativo al Concierto para 
delinquir, el cual quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. 
Cuando varias personas se concierten con el fin de 
cometer delitos, cada una de ellas será penada, por 
esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer delitos 
de genocidio, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños 
y adolescentes, trata de personas, del tráfico 
de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes, drogas 
tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro, 
secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento 
ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, 
o financiación del terrorismo y de grupos de 
delincuencia organizada y administración 
de recursos relacionados con actividades 
terroristas y de la delincuencia organizada, 
ilícito aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, 

explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, 
la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho 
(18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) 
hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará 
en la mitad para quienes organicen, fomenten, 
promuevan, dirijan, encabecen, constituyan 
o financien el concierto para delinquir o sean 
servidores públicos.

Cuando se tratare de concierto para la comisión 
de delitos de contrabando, contrabando de 
hidrocarburos y sus derivados, fraude aduanero, 
favorecimiento y facilitación del contrabando, 
favorecimiento de contrabando de hidrocarburos 
o sus derivados, la pena será de prisión de seis (6) 
a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta 
treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 340A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 340A. Asesoramiento a Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. El que ofrezca, preste o facilite 
conocimientos jurídicos, contables, técnicos 
o científicos, ya sea de manera ocasional o 
permanente, remunerados o no, con el propósito 
de servir o contribuir a los fines ilícitos de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, incurrirá por esta sola conducta en 
prisión de seis (6) a diez (10) años e inhabilidad 
para el ejercicio de la profesión, arte, oficio, 
industria o comercio por veinte (20) años.

No se incurrirá en la pena prevista en este 
artículo cuando los servicios consistan en la 
defensa técnica, sin perjuicio del deber de acreditar 
sumariamente el origen lícito de los honorarios. 
En todo caso el Estado garantizará la defensa 
técnica.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 346 de la Ley 599 de 2000, relativo a la 
Utilización ilegal de uniformes e insignias, el cual 
quedará así:

Parágrafo. Cuando la conducta sea desarrollada 
dentro de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET), la pena se aumentará 
de una tercera parte a la mitad.

Artículo 8°. Adiciónese el numeral 8 al inciso 
3° del artículo 365 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

8. 	 Cuando la conducta sea desarrollada dentro 
de los territorios que conforman la cobertu-
ra geográfica de los Programas de Desarro-
llo con Enfoque Territorial (PDET).

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 188E a la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
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Artículo 188E. Amenazas contra defensores 
de Derechos Humanos y servidores públicos. El 
que por cualquier medio atemorice o amenace a 
una persona que ejerza actividades de promoción 
y protección de los Derechos Humanos, o a sus 
familiares, o a cualquier organización dedicada 
a la defensa de los mismos, comunicándole la 
intención de causarle un daño constitutivo de 
uno o más delitos, en razón o con ocasión de la 
función que desempeñe, incurrirá en prisión de 
setenta y dos (72) a ciento veintiocho (128) meses 
y multa de diecisiete punto setenta y siete (17,77) 
a doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

En la misma pena se incurrirá cuando las 
conductas a las que se refiere el inciso anterior 
recaigan sobre un servidor público o sus familiares.

Parágrafo. Se entenderá por familiares 
a los parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, segundo de afinidad 
o sobre cónyuge o compañera o compañero 
permanente o cualquier otra persona que se halle 
integrada a la unidad doméstica del destinatario 
de la amenaza.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 347 de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 347. Amenazas. El que por cualquier 
medio atemorice o amenace a una persona, 
familia, comunidad o institución, con el propósito 
de causar alarma, zozobra o terror en la población 
o en un sector de ella, incurrirá por esta sola 
conducta, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años 
y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Si la amenaza o intimidación recayere sobre 
un miembro de una organización sindical, un 
periodista o sus familiares, en razón o con ocasión 
al cargo o función que desempeñe, la pena se 
aumentará en una tercera parte.

Artículo 11. Control a las llamadas desde 
los centros de reclusión. Cuando se produzcan 
llamadas procedentes de dispositivos de 
telecomunicaciones ubicados en centros 
penitenciarios y carcelarios, los operadores de 
redes y servicios de telecomunicaciones deberán 
disponer lo necesario para informar al destinatario 
de la comunicación, el lugar del nombre y 
establecimiento desde el cual se origina.

El incumplimiento de este deber dará lugar a la 
imposición de las multas previstas en el artículo 
65 de la Ley 1341 de 2009, de conformidad con el 
régimen allí previsto.

CAPÍTULO II
Herramientas de investigación  

y judicialización
Artículo 12. Adiciónese el artículo 224A a la 

Ley 906 de 2004, el cual quedará así:
Artículo 224A. Término para la realización 

de actividades investigativas de Grupos 

Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. Sin perjuicio de lo establecido 
en las normas que prevean un término mayor, 
en el caso de las actividades investigativas que 
requieran control judicial previo, cuando se trate 
de las investigaciones que se adelanten contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados, la orden del fiscal 
deberá ser diligenciada en un plazo de seis (6) 
meses, si se trata de la indagación, y de tres (3) 
meses, cuando esta se expida con posterioridad a 
la formulación de imputación.

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 
235 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Parágrafo. Los funcionarios de Policía 
Judicial deberán rendir informes parciales de los 
resultados de la interceptación de comunicaciones 
cuando dentro de las mismas se establezcan 
informaciones que ameriten una actuación 
inmediata para recolectar evidencia o elementos 
materiales probatorios e impedir la comisión de 
otra u otras conductas delictivas. En todo caso, 
el fiscal comparecerá ante el juez de control de 
garantías a efectos de legalizar las actuaciones 
cuando finalice la actividad investigativa.

Artículo 14. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 236 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Recuperación de información dejada al navegar 
por internet u otros medios tecnológicos que 
produzcan efectos equivalentes, el cual quedará 
así:

Parágrafo. Cuando se trate de investigaciones 
contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, la 
Policía Judicial dispondrá de un término de seis 
(6) meses en etapa de indagación y tres (3) meses 
en etapa de investigación, para que expertos en 
informática forense identifiquen, sustraigan, 
recojan, analicen y custodien la información que 
recuperen.

Artículo 15. Adiciónese un inciso final al 
artículo 242 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Actuación de agentes encubiertos, el cual quedará 
así:

Para efectos de lo dispuesto en el presente 
artículo también podrá disponerse que los 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados puedan actuar 
como agentes encubiertos.

Artículo 16. Operaciones encubiertas en 
medios de comunicación virtual. Adiciónese un 
artículo 242B a la Ley 906 de 2004:

Artículo 242B. Operaciones encubiertas 
en medios de comunicación virtual. La técnica 
especial de investigación de agente encubierto 
contemplada en el artículo 242 podrá utilizarse 
cuando se verifique la posible existencia de 
hechos constitutivos de delitos cometidos por 
organizaciones criminales que actúan a través de 
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comunicaciones mantenidas en canales cerrados 
de comunicación virtual.

El agente encubierto podrá intercambiar o 
enviar archivos ilícitos por razón de su contenido y 
analizar los resultados de los algoritmos aplicados 
para la identificación de dichos archivos ilícitos. 
También obtener imágenes y grabaciones de las 
conversaciones que puedan mantenerse en los 
encuentros previstos entre la gente y el indiciado.

Parágrafo. En todo caso, tratándose de este 
tipo de operaciones encubiertas, se deberá contar 
con una autorización previa por parte del Juez 
de Control de Garantías para interferir en las 
comunicaciones, de conformidad con lo dispuesto 
en la jurisprudencia constitucional.

Artículo 17. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 243 de la Ley 906 de 2004 sobre entregas 
vigiladas encubiertas:

Parágrafo. Para el desarrollo de entregas 
vigiladas encubiertas, la Fiscalía General de la 
Nación, podrá utilizar como remesa encubierta 
dineros e instrumentos financieros incautados a 
organizaciones criminales o respecto de los cuales 
haya operado la figura del comiso o la extinción 
de dominio. La utilización de estos bienes solo 
podrá ser autorizada por el Fiscal General de la 
Nación.

Artículo 18. Adiciónese dos parágrafos al 
artículo 244 de la Ley 906 de 2004, relativo a 
la Búsqueda selectiva en bases de datos, el cual 
quedará así:

Parágrafo 1°. Los términos para la búsqueda 
selectiva en base de datos en las investigaciones 
que se adelanten contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados en etapa de indagación serán de seis 
(6) meses y en investigación de tres (3) meses, 
prorrogables hasta por un término igual.

Parágrafo 2°. En las investigaciones que 
se sigan contra Organizaciones Criminales, el 
Juez de Control de Garantías podrá autorizar 
el levantamiento de la reserva y el acceso a la 
totalidad de bases de datos en las cuales pueda 
encontrarse el indiciado o imputado, cuando así 
se justifique por las circunstancias del caso y el 
tipo de conducta punible que se investiga. Esta 
autorización se concederá por un término igual al 
contemplado en el parágrafo primero, al término 
del cual, dentro de las treinta y seis horas siguientes 
al último acto de investigación se debe acudir 
nuevamente ante el juez de control de garantías, 
con el fin de solicitar sea impartida legalidad a la 
totalidad del procedimiento.

Artículo 19. Adiciónese un parágrafo 5° al 
artículo 284 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Prueba anticipada, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. La prueba testimonial anticipada 
se podrá practicar en todos los casos en que 
se adelanten investigaciones contra miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 

Armados Organizados. Las pruebas testimoniales 
que se practiquen de manera anticipada en virtud 
de este parágrafo solo podrán repetirse en juicio a 
través de videoconferencia, siempre que a juicio 
del Juez de conocimiento no se ponga en riesgo la 
vida e integridad del testigo o sus familiares, o no 
sea posible establecer su ubicación.

Artículo 20. Adiciónese el artículo 429A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 
elementos materiales probatorios, evidencia física 
e información legalmente obtenida, recopilada o 
producida por las autoridades administrativas en 
desarrollo de sus competencias y con observancia 
de los procedimientos propios de las actuaciones 
disciplinarias, fiscales o sancionatorias, podrán 
ser utilizados e incorporados a las indagaciones 
o investigaciones penales correspondientes, 
sin menoscabar los derechos y procedimientos 
establecidos en la Constitución Política.

Los conceptos, informes, experticias y demás 
medios de conocimiento obtenidos, recolectados 
o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias podrán ser 
ingresados al juicio por quien los suscribe, por 
cualquiera de los funcionarios que participó en la 
actuación administrativa correspondiente o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento 
material probatorio o evidencia física.

Artículo 21. Adiciónense dos nuevos parágrafos 
al artículo 297 de la Ley 906 de 2004, relativo a 
los requisitos generales para la legalización de 
captura, los cuales quedarán así:

Parágrafo 2°. La persona que sea capturada 
será puesta a disposición del juez de control de 
garantías dentro de un término de 36 horas, el cual 
será interrumpido con la instalación de la audiencia 
por parte del juez competente en cumplimiento de 
lo señalado en el artículo 28 de la Constitución 
Política.

En todo caso para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 
el criterio de plazo razonable, de conformidad con 
la Convención Americana de Derechos Humanos 
y la jurisprudencia interamericana.

Parágrafo 3°. En la audiencia de legalización 
de captura el fiscal podrá solicitar la legalización 
de todos los actos de investigación concomitantes 
con aquella que requieran control de legalidad 
posterior. Cuando se trate de tres o más capturados 
o actividades investigativas a legalizar, el inicio 
de la audiencia interrumpe los términos previstos 
en la ley para la legalización.

Artículo 22. Adiciónese el artículo 212B a la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 212B. Reserva de la actuación 
penal. La indagación será reservada. En todo 
caso, la Fiscalía podrá revelar información sobre 
la actuación por motivos de interés general.
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Artículo 23. Adiciónese el artículo 307A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 307A. Término de la detención 
preventiva. Cuando se trate de delitos cometidos 
por miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados, el término de la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad 
no podrá exceder de cuatro (4) años. Vencido el 
término anterior sin que se haya emitido sentido 
del fallo, se sustituirá la medida de aseguramiento 
por una no privativa de la libertad que permita 
cumplir con los fines constitucionales de la 
medida en relación con los derechos de las 
víctimas, la seguridad de la comunidad, la efectiva 
administración de justicia y el debido proceso.

La sustitución de la medida de aseguramiento 
por una no privativa de la libertad deberá 
efectuarse en audiencia ante el juez de control de 
garantías. La Fiscalía establecerá la naturaleza 
de la medida no privativa de la libertad que 
procedería, presentando los elementos materiales 
probatorios o la información legalmente obtenida 
que justifiquen su solicitud.

Parágrafo. La solicitud de revocatoria para 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados sólo podrá ser 
solicitada ante los jueces de control de garantías 
de la ciudad o municipio donde se formuló la 
imputación y donde se presentó o deba presentarse 
el escrito de acusación.

Artículo 24. Adiciónese el artículo 313A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 313A. Criterios para determinar 
el peligro para la comunidad y el riesgo de no 
comparecencia en las investigaciones contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados. En las 
investigaciones contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, para los efectos del artículo 296 de la 
Ley 906 de 2004, constituirán criterios de peligro 
futuro y riesgo de no comparecencia, cualquiera 
de los siguientes:

1.	 Cuando el tiempo de existencia del grupo 
supere dos (2) años.

2.	 La gravedad de las conductas delictivas 
asociadas con el grupo, especialmente si se 
trata de delitos como el homicidio, secues-
tro, extorsión o el lavado de activos.

3.	 El uso de armas letales en sus acciones de-
lictivas.

4.	 Cuando la zona territorial o el ámbito de in-
fluencia del grupo recaiga sobre cualquier 
zona del territorio o dentro de los territorios 
que conforman la cobertura geográfica de 
los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET).

5.	 Cuando el número de miembros del grupo 
sea superior a quince (15) personas.

6.	 Haber sido capturado o imputado dentro de 
los tres años anteriores, por conducta cons-
titutiva de delito doloso.

7.	 Cuando las víctimas sean defensores de De-
rechos Humanos o hagan parte de poblacio-
nes con especial protección constitucional. 
Se pondrá especial énfasis en la protección 
de mujeres, niñas, niños y adolescentes, 
quienes han sido afectados por las organi-
zaciones criminales objeto de esta ley. Este 
enfoque tendrá en cuenta los riesgos espe-
cíficos que enfrentan las mujeres contra su 
vida, libertad, integridad y seguridad y se-
rán adecuadas a dichos riesgos.

8.	 La utilización de menores de edad en la co-
misión de delitos por parte del grupo.

9.	 Se tendrá en cuenta los contextos y las par-
ticularidades del territorio, incluidas las 
problemáticas y actores presentes en el que 
evidencia la amenaza, el riesgo y la vulne-
rabilidad.

10.	 Se tendrán en cuenta los informes emitidos 
por la Defensoría del Pueblo.

Artículo 25. Adiciónese el artículo 317A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 317A. Causales de libertad. Las 
medidas de aseguramiento en los casos de 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados tendrán vigencia 
durante toda la actuación. La libertad del 
imputado o acusado se cumplirá de inmediato y 
solo procederá en los siguientes eventos:

1.	 Cuando se haya cumplido la pena según 
la determinación anticipada que para este 
efecto se haga, o se haya decretado la pre-
clusión, o se haya absuelto al acusado.

2.	 Como consecuencia de la aplicación del 
principio de oportunidad, cuando se trate 
de modalidad de renuncia.

3.	 Como consecuencia de las cláusulas del 
acuerdo cuando haya sido aceptado por el 
juez de conocimiento.

4.	 Cuando transcurridos cuatrocientos (400) 
días contados a partir de la fecha de impu-
tación no se hubiere presentado el escrito 
de acusación o solicitado la preclusión, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 294  
del Código de Procedimiento Penal.

5.	 Cuando transcurridos quinientos (500) días 
contados a partir de la fecha de presentación 
del escrito de acusación, no se haya dado 
inicio a la audiencia de juicio por causa no 
imputable al procesado o a su defensa.

6.	 Cuando transcurridos quinientos (500) días 
contados a partir de la fecha de inicio de la 
audiencia de juicio, no se haya emitido el 
sentido del fallo.

http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO/art%20294?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
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Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se 
restablecerán los términos cuando hubiere improbación 
de la aceptación de cargos, de los preacuerdos  
o de la aplicación del principio de oportunidad.

Parágrafo 2°. No se contabilizarán los términos 
establecidos en los numerales 5 y 6 del presente 
artículo, cuando la audiencia de juicio oral no 
se haya podido iniciar o terminar por maniobras 
dilatorias del acusado o su defensor.

Parágrafo 3°. La libertad de los miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados sólo podrá ser solicitada 
ante los jueces de control de garantías de la ciudad 
o municipio donde se formuló la imputación, y 
donde se presentó o donde deba presentarse el 
escrito de acusación.

Cuando la audiencia no se haya podido iniciar 
o terminar por causa objetiva o de fuerza mayor, 
por hechos ajenos al juez o a la administración de 
justicia, la audiencia se iniciará o reanudará cuando 
haya desaparecido el motivo que la originó.

Parágrafo 4°. No se aplicarán las causales 
contenidas en los numerales 2 y 3 cuando el procesado 
se haya acogido al proceso de sometimiento 
contenido en el Título III de esta ley.

CAPÍTULO III
Disposiciones complementarias  

a los capítulos anteriores
Artículo 26. Jueces de control de garantías para 

grupos delictivos organizados y grupos armados 
organizados. El Consejo Superior de la Judicatura 
garantizará jueces de control de garantías con la 
función especial de atender prioritariamente las 
diligencias relacionadas con los delitos cometidos 
por Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados de los que trata la presente 
ley, los cuales podrán desplazarse para ejercer 
sus funciones sin que ello afecte su competencia. 
Los jueces designados para tales efectos deberán 
ser capacitados para el tratamiento de los delitos 
propios de la delincuencia organizada.

Artículo 27. Defensoría pública. La 
Defensoría del Pueblo dispondrá de defensores 
públicos ambulantes, para asistir a las audiencias 
relacionadas con Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados. Estos profesionales 
tendrán como propósito principal velar por el 
estricto cumplimiento del debido proceso y las 
garantías fundamentales de los miembros del 
respectivo grupo.

La Defensoría del Pueblo será la responsable 
de conformar los grupos de defensores prioritarios 
con el fin de que tengan disponibilidad inmediata 
en el evento de que sean requeridos.

El Ministerio Público, la Rama Judicial y el 
Gobierno nacional, podrán celebrar convenios 
para garantizar la logística necesaria para los 
efectos de este artículo.

Artículo 28. Mecanismos de cooperación 
sobre nuevas tecnologías. El Gobierno nacional, 
en coordinación con la Fiscalía General de la 
Nación, implementará programas específicos 
de capacitación, adquisición de tecnología, y de 
acciones articuladas entre entidades públicas, 
que permitan combatir eficaz y oportunamente el 
avance de tecnologías que faciliten la operación 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados.

Para cumplir con lo dispuesto en el inciso 
anterior, la Fiscalía y el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, 
desarrollarán un protocolo que permita 
periódicamente evaluar el desarrollo de nuevas 
tecnologías y las formas de detección y control 
de las mismas como acción concreta en la lucha 
contra el crimen organizado.

Artículo 29. Cooperación internacional entre 
agencias y organismos de investigación. El 
Gobierno nacional, a través de sus organismos 
competentes y en coordinación con la Fiscalía 
General de la Nación, adelantará los contactos 
necesarios con las autoridades de los países 
interesados en adoptar una estrategia común para 
la persecución de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente artículo, se promoverá la unificación 
de procedimientos y protocolos entre las 
diferentes autoridades, incluyendo la adopción 
de mecanismos que permitan la actuación 
internacional aún en territorio extranjero y, en 
todo caso, con la autorización del país respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en tratados 
internacionales, el Gobierno nacional podrá celebrar 
acuerdos con autoridades extranjeras y organizaciones 
internacionales para la prevención, detección y 
combate de los delitos cometidos por Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. En este 
marco, y cuando un caso particular así lo amerite, 
podrán llevarse a cabo investigaciones u operaciones 
conjuntas con un propósito específico y un plazo 
limitado; adoptarse medidas como la adscripción o 
intercambio de personal, y compartirse la información 
sobre las actividades delictivas, naturaleza, estructura 
y medios empleados por la organización delictiva, 
la identificación de los sospechosos y los bienes 
involucrados.

Artículo 30. Presunción probatoria sobre el 
origen ilícito de los bienes de grupos delictivos 
organizados y grupos armados organizados. 
Cuando existan elementos de juicio que indiquen 
que los bienes que pertenecen a los miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados se encuentran estrechamente 
asociados a su actividad delictiva, se presume su 
origen o destinación en la actividad ilícita.

En cumplimiento de esta presunción, el 
fiscal delegado deberá adelantar el trámite 
correspondiente al comiso o extinción de dominio, 
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de acuerdo con las normas establecidas para el 
efecto en la Ley 906 de 2004 y la Ley 1708 de 
2014 y demás normas que las modifiquen.

Artículo 30-A. Restricción de cuentas bancarias 
y de operaciones en efectivo. Cuando se conceda 
libertad condicional o cualquier otro mecanismo 
sustitutivo de la pena privativa de la libertad por 
los delitos de: concierto para delinquir, trata de 
personas, del tráfico de migrantes, terrorismo, 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 
drogas tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado 
de activos o testaferrato y conexos, financiación del 
terrorismo y de grupos de delincuencia organizada 
y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas y de la delincuencia 
organizada, ilícito aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, 
explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, se 
impondrá al condenado la restricción de realizar 
operaciones en efectivo en montos superiores 
a diez (10) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes y el deber de manejar sus recursos en 
una cuenta bancaria única. Esta limitación incluirá 
la prohibición de manejar recursos de liquidez a 
través de otros productos financieros distintos a la 
cuenta bancaria única.

Esta restricción tendrá una duración de diez 
(10) años contados a partir del momento en que 
el condenado acceda a la libertad o cualquier otro 
mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la 
libertad.

Para los efectos de este artículo y como requisito 
para acceder a la libertad condicional o cualquier 
otro mecanismo sustitutivo de la pena privativa de 
la libertad, el condenado deberá informar al Juez 
de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la 
entidad bancaria en la cual manejará sus recursos.

Artículo 31. Adiciónese el artículo 83A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 83A. Suspensión de giros nacionales 
e internacionales del sistema postal de pagos. En 
cualquier momento de la actuación, a petición de 
la fiscalía, el juez de control de garantías podrá 
ordenar el no pago de un objeto del sistema postal 
de pagos, cuando tenga inferencia razonable de 
que el dinero es producto directo o indirecto de 
la comisión de conductas punibles por parte de 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA LA 
SUJECIÓN A LA JUSTICIA DE GRUPOS 

ARMADOS ORGANIZADOS
CAPÍTULO I

Normas generales
Artículo 32. Normativa aplicable. En todo lo 

no regulado expresamente en esta ley se aplicará 

lo dispuesto en la Ley 906 de 2004, en particular 
en lo concerniente a la intervención del Ministerio 
Público en razón de sus funciones y de protección 
de los derechos de las víctimas.

Artículo 33. Ámbito personal de aplicación. 
Las normas establecidas en este título solamente 
serán aplicables a los miembros de los Grupos 
Armados Organizados cuya sujeción a la justicia 
se produzca con posterioridad a la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Artículo 34. Etapas. El procedimiento para 
la sujeción a la justicia por parte de los grupos 
armados organizados y sus miembros se realizará 
en dos etapas: i) la de acercamiento colectivo; y ii) 
la de judicialización.

La etapa de acercamiento colectivo correrá a 
cargo del Gobierno nacional y la de judicialización 
les corresponderá a la Fiscalía General de la 
Nación y a los jueces designados.

Artículo 35. Reglamentación interna. El 
Fiscal General de la Nación, en coordinación 
con la Unidad para el Desmantelamiento de las 
Organizaciones Sucesoras del Paramilitarismo, 
a partir de un enfoque para la Garantía de no 
Repetición, reglamentará a través de directivas 
y resoluciones internas, la aplicación del 
procedimiento para la judicialización.

CAPÍTULO II
Acercamientos colectivos con los grupos 

armados organizados
Artículo 36. Solicitud de sujeción. Los grupos 

armados organizados de que trata el artículo 
2° de esta ley deberán manifestar de manera 
escrita al Gobierno nacional su voluntad de 
sujetarse colectivamente a la justicia, a través 
del representante que sus miembros deleguen, 
mediante poder formalmente otorgado.

La solicitud suscrita por el representante o 
delegado de la organización deberá contener 
cuando menos la siguiente información:

1.	 Manifestación expresa, libre, voluntaria y 
debidamente informada de sujetarse a la 
justicia.

2.	 Información precisa que permita identificar 
la estructura del grupo armado organizado, 
su área de influencia y expansión territorial, 
su modo de operación y el número total de 
sus integrantes.

3.	 La individualización de todos los miem-
bros que se van a sujetar a la justicia con 
sus respectivas actas de sujeción indivi-
dual, suscritas bajo su nombre, documento 
de identificación, firma y huella.

4.	 Las conductas delictivas que serán recono-
cidas colectiva o individualmente por los 
integrantes de la organización, en especial 
lo relacionado con actos de corrupción y la 
vinculación de servidores públicos en ellos; 
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tráfico de estupefacientes, lo que incluye 
rutas de narcotráfico, lavado de activos y 
ubicación de plantaciones; participación de 
menores en las actividades del grupo arma-
do organizado; minería criminal y tráfico 
de armas.

5.	 Información conducente para la identifica-
ción de las víctimas de los delitos que serán 
reconocidos colectivamente.

6.	 Relación detallada de los bienes que han 
sido obtenidos producto de la comisión de 
conductas punibles y que serán entregados 
en el marco de la sujeción a la justicia. Tra-
tándose de bienes cuya tradición esté sujeta 
a registro, se identificarán como correspon-
de, de conformidad con la ley.

7.	 Información específica sobre otras acti-
vidades económicas y del mercado ilícito 
de las cuales derivan recursos económicos 
para su financiamiento y articulación, así 
como la relación e información de los tes-
taferros del grupo y sus miembros.

8.	 La información sobre las distintas estruc-
turas de apoyo, en especial aquellas com-
puestas por otras organizaciones criminales 
y por servidores públicos.

9.	 La individualización e identificación de los 
menores de edad que hagan parte de la or-
ganización, quienes serán entregados a la 
protección del Estado, antes de la reunión 
de los miembros del grupo.

10.	 La individualización, identificación y en-
trega de las personas secuestradas por el 
Grupo Armado Organizado.

11.	 La individualización, identificación y, 
de ser posible, la entrega de las personas 
desaparecidas por el Grupo Armado Or-
ganizado.

12.	 Un plan de reparación a las víctimas.
13.	 Las demás que establezca el Gobierno na-

cional.
Parágrafo 1°. Recibida la solicitud de sujeción, 

el Gobierno nacional procederá a verificar el 
cumplimiento formal de los requisitos señalados 
en este artículo. Si la solicitud omite cualquiera 
de los presupuestos señalados, se concederá 
a la organización solicitante un (1) mes para 
subsanarla. Vencido el término anterior sin que 
se hubiese corregido la solicitud, procederá a 
rechazarla.

Parágrafo 2°. Verificado el cumplimiento 
formal de los requisitos previstos en este artículo, el 
Gobierno nacional remitirá toda la documentación 
al Fiscal General de la Nación y copia de la misma 
al Procurador General de la Nación, para el cabal 
desarrollo de sus competencias.

Parágrafo 3°. Respecto de los bienes se 
aplicarán las reglas del procedimiento abreviado de 

extinción de dominio previsto en los artículos 133 
y siguientes de la Ley 1708 de 2014, teniéndose 
la relación de bienes y la entrega de los mismos 
como sustento suficiente para dictar la sentencia 
correspondiente.

Parágrafo 4°. Remitida la documentación de 
que trata el parágrafo segundo de este artículo, el 
Gobierno nacional dará a conocer a la comunidad 
y a las víctimas, por cualquier medio idóneo, el 
proceso de sujeción a la justicia de los miembros 
del Grupo Armado Organizado.

Parágrafo 5°. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción.

Artículo 37. Delegación para los 
acercamientos. Una vez analizada la manifestación 
de sujeción a la justicia, el Gobierno nacional 
podrá asignar mediante acto administrativo, a uno 
o varios de sus delegados, la facultad de llevar 
a cabo los acercamientos colectivos, según las 
funciones descritas en el artículo siguiente, con 
los representantes de la organización que haya 
realizado una solicitud de sujeción.

Artículo 38. Funciones del delegado para 
los acercamientos. Específicamente, el o los 
delegados del Gobierno nacional, para este efecto, 
podrán:

1.	 Informar a los miembros del grupo la nor-
matividad del proceso de sujeción a la jus-
ticia y sus consecuencias.

2.	 Proponer al Consejo de Seguridad Nacio-
nal, junto con el representante autorizado 
del Grupo, las zonas, fechas y demás aspec-
tos administrativos y logísticos necesarios 
para la reunión y entrega de la organiza-
ción.

3.	 Recibir, junto con los funcionarios compe-
tentes del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, antes de la reunión de los 
miembros del grupo, a los menores de edad 
que estén en su poder.

4.	 Recibir a las personas secuestradas que es-
tuvieran en poder del Grupo Armado Orga-
nizado, antes de la reunión de los miembros 
del Grupo.

5.	 Las demás que les sean delegadas por el 
Gobierno nacional.

Parágrafo. El ejercicio de las funciones aquí 
descritas no comportará el inicio de acciones de 
responsabilidad penal o disciplinaria.

Artículo 39. Delitos que deben ser aceptados. 
Deberán ser aceptados aquellos delitos que 
hayan sido cometidos en razón y con ocasión a 
la pertenencia al grupo armado organizado, en 
desarrollo del objetivo ilícito perseguido por el 
grupo o que sirvan para facilitarlo.

La aceptación de responsabilidad en estos 
delitos no implica que no se puedan investigar, 
juzgar y sancionar otras conductas realizadas 
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por los miembros del grupo armado organizado, 
que no hayan sido objeto de aceptación y que 
constituyan hechos distintos.

Parágrafo. De conformidad con el artículo 
122 de la Constitución, quienes se acojan al 
procedimiento establecido en esta ley, perderán 
los derechos de carácter político definidos en la 
Constitución y la ley.

Artículo 40. Acta de sujeción individual. Junto 
con la solicitud de sujeción, los representantes del 
grupo armado organizado entregarán al Gobierno 
nacional las actas de sujeción individual de cada 
uno de los miembros del grupo que hará parte del 
proceso. Cada una de estas actas deberá contener:

1.	 La identificación plena del miembro del 
grupo, la que deberá contener cuando me-
nos: nombres y apellidos completos, alias 
dentro de la organización, documento de 
identidad, firma y huella.

2.	 La fecha de ingreso a la organización, el rol 
o roles que asumió dentro del grupo y las 
zonas donde cometió las actividades delic-
tivas.

3.	 Una exposición detallada de la participa-
ción en cada una de las conductas delictivas 
de la organización, respecto de las que re 
conoce responsabilidad penal.

4.	 Los elementos materiales probatorios, evi-
dencia física e información que acredite la 
realización de las conductas delictivas.

5.	 La manifestación expresa, libre, volunta-
ria e informada y debidamente asesorada, 
de renunciar a su derecho a no autoincri-
minarse.

6.	 El compromiso de no volver a cometer con-
ductas punibles y de garantía de buena con-
ducta.

7.	 A efectos de la determinación de las san-
ciones penales respectivas, podrá hacer 
referencia a las condiciones individuales, 
familiares, sociales, modo de vivir, y an-
tecedentes de todo orden. De considerarlo 
conveniente, podrá referirse a la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado de conformidad 
con la ley.

Parágrafo 1°. La manifestación de que trata el 
numeral quinto del presente artículo deberá estar 
precedida de la información expresa sobre el 
derecho contenido en el artículo 385 del Código 
de Procedimiento Penal, lo cual constará en el 
acta.

Parágrafo 2°. El acta de sujeción individual 
será considerada evidencia suficiente de la 
comisión de las conductas en ella contenidas y la 
manifestación de aceptación será suficiente para 
perfeccionar el allanamiento a cargos.

El juez verificará, al momento de la audiencia 
correspondiente, que la manifestación contenida 
en el acta de sujeción individual se realizó de 
manera libre, voluntaria e informada.

Parágrafo 3°. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción individual.

Artículo 41. Zonas de reunión. El Gobierno 
nacional determinará la zona geográfica en la 
cual se realizará la reunión de los miembros del 
grupo armado organizado, teniendo en cuenta la 
zona de influencia de la organización, el número 
de personas que pretenden sujetarse a la justicia y 
cualquier otro factor relevante. Podrán establecerse 
uno o más lugares dentro del territorio nacional.

Así mismo, se podrán establecer corredores 
de seguridad en el territorio nacional para que 
las personas que quieran sujetarse a la justicia de 
manera colectiva se desplacen con el fin de llegar 
a los lugares de reunión.

Estas zonas de reunión no podrán ubicarse en 
áreas urbanas y se deberá garantizar el normal y 
pleno ejercicio del Estado de Derecho.

Artículo 42. Reunión de los miembros del 
grupo armado organizado con fines de sujeción a 
la justicia. Los miembros de los grupos se reunirán 
en la fecha y lugares definidos por el Gobierno 
nacional. La reunión de los miembros del grupo 
armado organizado tendrá como finalidad:

1.	 La desvinculación de todos los menores de 
edad que se encuentren en el Grupo Arma-
do Organizado, de conformidad con lo es-
tablecido en el numeral 9 del artículo 33 de 
la presente ley.

2.	 La entrega de todos los elementos ilícitos 
en poder de los miembros del Grupo Arma-
do Organizado, lo que incluye armas, mu-
niciones, uniformes de uso privativo de las 
Fuerzas Militares, listados de testaferros, 
bienes y activos, sustancias psicoactivas 
ilícitas, entre otros.

3.	 La realización de las actividades tendientes 
a la verificación de plena identificación de 
cada miembro.

4.	 La judicialización de los miembros del 
Grupo Armado Organizado, así como de 
sus testaferros.

5.	 Garantizar que los miembros del Grupo Ar-
mado Organizado reciban la asistencia téc-
nica de un defensor público en caso de no 
contar con defensor de confianza.

6.	 Materializar las demás actividades y com-
promisos consignados en la solicitud de su-
jeción.

Parágrafo 1°. La reunión de los miembros 
del Grupo Armado Organizado en los lugares 
designados y su permanencia en ellos, es un 
acto voluntario. Sin embargo, si alguna persona 
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decide dejar las zonas de reunión y tuviere orden 
de captura suspendida, está será reactivada y 
materializada inmediatamente.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos 
armados organizados no se entenderán privados 
de la libertad mientras se encuentren en el lugar 
designado por el Gobierno nacional. El tiempo 
que los miembros del grupo armado organizado 
permanezcan en estos territorios no será tenido en 
cuenta para el cómputo de las penas privativas de 
la libertad, ni como materialización de órdenes de 
captura.

Parágrafo 3°. Los elementos ilícitos del Grupo 
Armado que sean entregados serán recibidos por 
el Gobierno Nacional o quien este designe. En 
todo caso, la recepción se hará de acuerdo con 
los manuales de cadena de custodia y entregados 
a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su 
competencia.

Artículo 43. Suspensión de órdenes de captura. 
Una vez iniciado el proceso de sujeción a la justicia, 
y con el fin de facilitar su desarrollo, la Fiscalía 
General de la Nación, previa solicitud expresa del 
Consejo de Seguridad Nacional, podrá suspender, 
hasta el momento en que se emita sentido de fallo 
condenatorio, las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los representantes 
de los grupos armados organizados y sus 
miembros. En todo caso, el término de suspensión 
nunca podrá ser superior a tres meses.

Parágrafo 1°. En caso de que se determine 
que alguna de las personas que está en el proceso 
de sujeción está incumpliendo las normas de 
conducta colectivas o cometa nuevos delitos 
dolosos o preterintencionales, se procederá a 
revocar la suspensión de su orden de captura, y se 
procederá de inmediato a su materialización.

Parágrafo 2°. Cualquier delito cometido por los 
miembros de la organización, durante el tiempo 
que dure su permanencia en las zonas de reunión, 
se tramitará de conformidad con el procedimiento 
previsto en el Código de Procedimiento Penal.

Parágrafo 3°. La suspensión de órdenes de 
captura de que trata el presente artículo tendrá 
aplicación exclusivamente en el territorio definido 
por el Gobierno nacional como zonas de reunión 
y en los corredores de seguridad fijados para el 
desplazamiento a ellas.

Artículo 44. Legalización de captura. 
Considerando que los solicitantes del proceso de 
sujeción a la justicia no se encuentran privados de 
la libertad en las zonas de reunión, no se realizarán 
audiencias de legalización de captura respecto de 
los hechos y delitos que sean reconocidos en el 
acta de sujeción individual.

CAPÍTULO III
Etapa de judicialización

Artículo 42. Fiscales delegados y verificación. 
Recibida la documentación de que trata el parágrafo 
2° del artículo 36 de esta ley, el Fiscal General 

de la Nación procederá a delegar a los fiscales 
y funcionarios de policía judicial necesarios 
para iniciar el proceso de judicialización, 
quienes inmediatamente adelantarán las labores 
investigativas que resulten necesarias para la 
verificación de la información remitida.

Parágrafo. Si, producto de las verificaciones o 
de las investigaciones en curso adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación, se advierte la 
existencia de nuevos hechos, el fiscal delegado 
para la judicialización deberá ponerlos en 
conocimiento del representante de la organización, 
para que, adicionen el acta de sujeción si lo 
estiman conveniente, adicionen el acta de sujeción 
individual dentro de los cinco (5) días siguientes.

Artículo 46. Acusación y contenido. Surtida 
la etapa prevista en el artículo anterior, el fiscal 
procederá a elaborar el escrito de acusación 
colectiva únicamente respecto de los hechos y 
delitos cuya responsabilidad se reconoce en el acta 
de sujeción individual, y comunicará los cargos a 
los solicitantes mediante la entrega del escrito de 
acusación a estos y a sus defensores.

De la comunicación se dejará constancia, 
a la que se adjuntarán las actas de sujeción 
individual, lo cual equivaldrá al allanamiento 
a cargos y comportará una rebaja punitiva de 
hasta el cincuenta por ciento (50%) de la pena 
impuesta, salvo que se trate de delitos definidos 
como de Lesa Humanidad en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Penal, genocidio, delitos 
contra niños, niñas y adolescentes, delitos contra 
la vida, cometidos contra mujeres y delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales, caso 
en el cual será de hasta un 30%. Esta rebaja no 
será acumulable con otras disminuciones de pena 
reguladas en la legislación ordinaria.

El escrito deberá contener:
1.	 La relación clara y sucinta de los hechos 

jurídicamente relevantes objeto de acepta-
ción.

2.	 La referencia a las condiciones individua-
les, familiares, sociales, modo de vivir y 
antecedentes de todo orden del procesado 
y, si lo considera conveniente, la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado.

3.	 La constancia de comunicación del escrito 
de acusación.

4.	 El acta de sujeción individual.
Parágrafo 1°. La Fiscalía fijará, atendiendo 

criterios de conexidad y contexto, el número de 
integrantes de la organización que comprenderá 
cada acusación colectiva.

Parágrafo 2°. Los hechos y delitos que no se 
encuentren relacionados en el acta de sujeción 
individual, o que producto de las verificaciones, 
o de las investigaciones en curso, no hayan sido 
adicionados por el solicitante, serán investigados 

http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview


Página 14	 Miércoles, 13 de junio de 2018	 Gaceta del Congreso  415

y juzgados de conformidad con las normas 
y procedimientos previstos en el Código de 
Procedimiento Penal. En el evento en que el 
solicitante sea condenado por estos hechos, 
perderá la rebaja de pena que haya sido otorgada 
en virtud de esta ley.

Parágrafo 3°. Para todos los efectos procesales 
la entrega de la acusación equivaldrá a la 
formulación de imputación de la que trata la Ley 
906 de 2004.

Artículo 47. Presentación de la acusación 
colectiva. Dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la entrega del escrito de acusación al que se refiere 
el artículo anterior, el fiscal deberá presentarlo 
ante el juez que de conformidad con el artículo 
52 designe el Consejo Superior de la Judicatura, 
quien adelantará la audiencia de verificación de 
sujeción y sentencia.

Artículo 48. Audiencia de verificación de 
sujeción y sentido de fallo. Dentro de los diez 
(10) días siguientes a la presentación del escrito 
de acusación, el juez designado llevará a cabo 
audiencia de verificación de sujeción y sentido de 
fallo, en la que, una vez corroborada la presencia 
de las partes, procederá a:

1.	 Verificar que la sujeción de cada una de 
las personas relacionadas en la acusación 
colectiva haya sido libre, voluntaria, debi-
damente informada y previamente asistida 
por su defensor.

2.	 Emitir el sentido de fallo condenatorio.
3.	 El juez, de plano, ordenará la privación de 

la libertad y librará inmediatamente la or-
den de encarcelamiento, de conformidad 
con las normas vigentes.

Parágrafo 1°. En el evento en que cualquiera de 
los acusados decida no aceptar su responsabilidad 
en esta audiencia, se dará por terminado el 
proceso de sujeción a la justicia respecto de este, 
su judicialización se tramitará por las normas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal y 
se restablecerán automáticamente las órdenes de 
captura que hubieren sido expedidas en su contra.

Parágrafo 2°. El escrito de Acusación Colectiva 
será publicado en el Portal de la Rama Judicial 
y se dará traslado del mismo a las partes o 
intervinientes que lo soliciten. En ningún caso se 
dará lectura al escrito de acusación colectiva.

Artículo 49. Traslado de la sentencia e 
interposición de recursos. Anunciado el sentido 
del fallo, el juez contará con diez (10) días para 
proferir la sentencia y correr traslado escrito de la 
misma a las partes intervinientes.

La sentencia se entenderá notificada con la 
entrega de una copia de la misma al condenado o 
a su defensor.

Surtida la notificación a la que se refiere el 
inciso anterior, las partes e intervinientes contarán 
con cinco (5) días para interponer y sustentar 

el recurso de apelación contra la decisión de 
primera instancia. Este se presentará por escrito 
y se tramitará conforme a lo dispuesto por el 
procedimiento ordinario.

Artículo 50. Divisibilidad de las decisiones. 
Podrán emitirse sentencias referentes a la 
responsabilidad penal de los miembros del grupo 
armado organizado relacionadas con los delitos 
aceptados de manera colectiva, sin perjuicio de las 
sentencias sobre la responsabilidad individual de 
los integrantes de estas organizaciones.

Artículo 51. Celebración de audiencias. 
El Gobierno nacional brindará los recursos 
necesarios para la instalación de salas transitorias 
de audiencias que permitan la rápida y efectiva 
judicialización de todos los miembros de la 
organización criminal que se sujeten a la justicia.

Con el objetivo de lograr la judicialización 
de todas las personas que se sujeten a la justicia 
y buscando garantizar el efectivo ejercicio del 
derecho de defensa, se dispondrá de salas de 
audiencia con capacidad para al menos cincuenta 
(50) procesados por sala, sus defensores y demás 
intervinientes.

Se deberá correr traslado mediante publicación 
en un medio de amplia circulación nacional, 
de la fecha de la realización de la audiencia a 
las víctimas y demás intervinientes que estén 
haciendo parte del proceso de judicialización de 
los Grupos Armados organizados.

Parágrafo. El juez, en ejercicio de sus poderes 
correccionales, podrá interrumpir, suspender o 
detener la intervención de alguna de las partes si 
encuentra que es innecesaria y genera dilaciones.

Artículo 52. Competencia. El Consejo Superior 
de la Judicatura designará y garantizará la 
disponibilidad y el desplazamiento de los jueces 
que conocerán exclusivamente del juzgamiento 
de los hechos y personas objeto de esta ley.

Para el desarrollo de las audiencias y demás 
actos procesales contenidos en esta ley, no serán 
aplicables las reglas de competencia territorial 
establecidas en los artículos 42, 43 y 44 del Código 
de Procedimiento Penal.

Los funcionarios judiciales podrán desarrollar 
las audiencias y los demás actos procesales en los 
lugares de reunión de los miembros de los grupos 
armados organizados, sin consideración al lugar 
donde ocurrieron los hechos.

Artículo 53. Validez probatoria de las 
manifestaciones de los sujetados a la justicia. Las 
manifestaciones de aceptación de responsabilidad 
contenidas en las actas de sujeción y sus anexos 
serán elementos materiales probatorios suficientes 
para acreditar la responsabilidad penal respecto 
de los delitos objeto de sujeción a la justicia. Lo 
anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que la 
Fiscalía General de la Nación aporte elementos 
materiales probatorios, evidencia física o 
información legalmente obtenida de las conductas 

http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO/art%2042?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO/art%2043?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO/art%2044?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
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punibles cometidas por los miembros del grupo 
armado organizado.

El mismo valor probatorio tendrán los 
interrogatorios de los miembros del grupo que se 
hubieren realizado.

Artículo 54. Intervención de las víctimas. 
Dentro del presente procedimiento se garantizarán 
los derechos de participación de las víctimas, en 
especial las garantías procesales, probatorias, 
sustanciales y de acceso, así como los derechos a 
la verdad, la justicia, la reparación y las garantías 
de no repetición, y serán intervinientes en los 
términos establecidos en las normas procesales 
ordinarias.

Parágrafo 1°. Entiéndase por garantías 
procesales, las orientadas a que las víctimas 
puedan participar e intervenir como sujeto procesal 
esencial en todas las etapas y procedimientos del 
juicio, con todas las prerrogativas inherentes a 
dicha condición, incluyendo la legitimación para 
presentar recursos contra decisiones de fondo. 
Dentro de estas garantías debe asegurarse la 
representación judicial gratuita y apropiada para 
las víctimas que lo requieran, y figuras especiales 
como el amparo de pobreza.

Parágrafo 2°. Por garantías sustanciales se 
entenderán todas las medidas de acompañamiento 
y asistencia institucional, protección adecuada 
y de discriminación positiva dentro del proceso 
penal para salvaguardar los derechos de las 
víctimas, garantizando que estas, los testigos, 
sus representantes, familiares y allegados, 
comparezcan a los trámites del proceso judicial, sin 
sufrir amenazas, intimidaciones o verse expuestos 
a circunstancias de victimización secundaria.

Parágrafo 3°. Las garantías probatorias 
estarán encaminadas a que toda persona que sea 
acreditada como víctima dentro del proceso, 
tenga derecho, en todas las actuaciones 
que se surtan en el marco de los procesos 
de sometimiento colectivo, a ser oída, a 
solicitar pruebas y a suministrar los elementos 
probatorios que tenga en su poder, incluyendo 
su propio relato, y que considere relevantes 
para la garantía de sus derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación. En la reglamentación 
se contemplarán reglas de flexibilización de 
apreciación y cargas probatorias en favor de las 
víctimas, modalidades especiales y diferenciales 
de testimonio entre otros mecanismos 
probatorios establecidos en la normativa sobre 
violaciones a Derechos Humanos.

Parágrafo 4°. Serán garantías de acceso las 
orientadas a que, mediante mecanismos sencillos, 
eficaces y rodeados de publicidad suficiente, 
las víctimas puedan concurrir para hacer valer 
sus derechos, para que los responsables sean 
juzgados, se obtenga reparación por el daño 
sufrido y se acceda a la verdad judicial de lo 
ocurrido. Las víctimas contarán con acceso igual 

y efectivo, atendiendo a los enfoques territoriales, 
diferenciales y de género.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 55. Apoyo interinstitucional. El 
Gobierno nacional coordinará con las entidades 
involucradas todo lo necesario para el correcto 
desarrollo del proceso de sujeción colectiva de 
grupos armados organizados.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, 
la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría 
General de la Nación, el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF), el Instituto 
Penitenciario y Carcelario (Inpec) y las demás 
entidades involucradas, según sus competencias 
constitucionales y legales, deberán garantizar:

1.	 La seguridad de los funcionarios públicos 
y de los integrantes del grupo armado or-
ganizado, para materializar la reunión de 
que trata el artículo 39, y mientras dure la 
misma.

2.	 Las condiciones de habitabilidad del lugar 
de reunión de los integrantes del grupo ar-
mado organizado.

3.	 La disponibilidad de funcionarios de la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil.

4.	 La disponibilidad de defensores públicos.
5.	 La disponibilidad de jueces de control de 

garantías y de conocimiento.
6.	 La disponibilidad de fiscales y funcionarios 

de policía judicial.
7.	 La disponibilidad de procuradores y perso-

neros.
8.	 La disponibilidad de defensores de fami-

lia o personal del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF).

9.	 El soporte alimentario y sanitario para los 
miembros de los grupos armados organiza-
dos durante la reunión, a cargo del Gobier-
no nacional.

10.	 La internación y traslado de los miembros 
de los grupos armados organizados a los 
centros de detención y reclusión cuando 
sea del caso.

11.	 Todas las demás que resulten necesarias 
para el adecuado proceso de sujeción del 
grupo armado organizado.

Parágrafo. Cada entidad será responsable 
dentro del ámbito de sus competencias para lograr 
un armónico desarrollo de las jornadas de reunión 
y judicialización efectiva. Su falta de colaboración 
oportuna y efectiva se entenderá como una forma 
de obstrucción a la justicia y dará lugar a las 
sanciones que establezca la ley.

Artículo 56. Acción de la Fuerza Pública. El 
Presidente de la República, mediante orden expresa 
y en la forma que estime pertinente, determinará 
la localización y las modalidades de acción de 
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la Fuerza Pública, siendo fundamental para ello 
que no se afecten los derechos y libertades de la 
comunidad, ni genere inconvenientes o conflictos 
sociales.

Artículo 57. Programas de Reintegración 
Social. Dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada de vigencia de esta ley, el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) 
implementará un programa especial y con enfoque 
diferencial de reintegración social y laboral para 
quienes se sujetan a la justicia en el marco de la 
presente ley.

La Agencia para la Reincorporación y 
Normalización (ARN) apoyará el diseño e 
implementación del programa del que trata este 
artículo. Para tal efecto, el Gobierno Nacional 
destinará los recursos necesarios para el 
cumplimiento de esta labor y el fortalecimiento 
institucional.

Parágrafo. El Gobierno nacional, en ejercicio 
de la función reglamentaria establecida en el 
primer inciso del artículo 91 del Código de 
Extinción de Dominio, deberá crear un rubro 
específico destinado a financiar programas de 
resocialización y reintegración a la vida civil, 
con cargo a los recursos que le corresponden. El 
programa especial de que trata este artículo podrá 
participar de estos recursos.

Artículo 58. Comisión de nuevas conductas 
punibles. Quienes hayan aceptado la sujeción 
a la justicia, de acuerdo con el contenido de la 
presente ley, cometieren un nuevo delito doloso, 
cuya pena mínima prevista en la ley sea de cuatro 
años o más, dentro de los diez (10) años siguientes 
después de haber obtenido la libertad condicional 
o plena, perderán la rebaja punitiva establecida en 
el artículo 46, mediante decisión que adoptará el 
juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
previa comunicación de la Fiscalía General de la 
Nación.

De la misma forma, la rebaja de penas 
concedida como consecuencia de la sujeción a 
la justicia se perderá cuando el condenado haya 
incumplido los términos consignados en el acta 
individual de sujeción, o se compruebe que las 
informaciones suministradas no corresponden 
a la verdad. En estos casos, comprobando el 
incumplimiento o acreditada la falta de veracidad 
de las informaciones, se dará aviso al juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad para 
que este redosifique la pena en los términos 
ordinarios del Código Penal.

Artículo 59. Extradición. En ningún caso, 
la sujeción a la justicia de acuerdo con el 
procedimiento establecido en la presente ley 
impedirá la extradición de los miembros de los 
Grupos Armados Organizados.

Artículo 60. Condiciones especiales de 
reclusión. El Gobierno nacional reglamentará las 
condiciones especiales de reclusión que se les 
aplicarán a los miembros de los Grupos Armados 

Organizados que se sujeten a la justicia en el 
marco del título tercero de esta ley. En todo caso, 
tales condiciones serán carcelarias e intramurales, 
garantizando la privación efectiva de la libertad.

Artículo 61. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

Cordialmente,

TEXTO APROBADO POR LAS COMISIONES 
PRIMERAS DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA Y DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 198 DE 2018 

SENADO, 227 DE 2018 CÁMARA 

por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales y se 

adoptan medidas para su sujeción a la justicia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN
CAPÍTULO ÚNICO
Normas generales

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones previstas en la presente ley se 
aplicarán en la investigación y judicialización de 
los Grupos Delictivos Organizados (GDO), y los 
Grupos Armados Organizados (GAO). 

 Las disposiciones establecidas en el Título 
III se aplicarán exclusivamente para los Grupos 
Armados Organizados (GAO).

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de 
esta ley se entenderá por:

Grupos Armados Organizados (GAO): 
Aquellos que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio 
un control tal que les permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas.

Para identificar si se está frente a un Grupo 
Armado Organizado se tendrán en cuenta los 
siguientes elementos concurrentes:

Que use la violencia armada contra la Fuerza 
Pública u otras instituciones del Estado; la población 
civil; bienes civiles, o contra otros grupos armados.
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Que tenga la capacidad de generar un nivel de 
violencia armada que supere el de los disturbios y 
tensiones internas.

Que tenga una organización y un mando que 
ejerza liderazgo o dirección sobre sus miembros, 
que le permitan usar la violencia contra la población 
civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en áreas del 
territorio nacional.

Grupo Delictivo Organizado (GDO): 
El grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con 
arreglo a la Convención de Palermo, con miras 
a obtener, directa o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio de orden material.

Los delitos cometidos por estos grupos no 
necesariamente tendrán que ser de carácter 
transnacional sino que abarcarán también aquellos 
delitos que se encuentren tipificados en el Código 
Penal  Colombiano.

Parágrafo. En todo caso, para establecer si 
se trata de un Grupo Armado Organizado, será 
necesaria la calificación previa del Consejo de 
Seguridad Nacional.

TÍTULO II
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
INVESTIGACIÓN Y DE LA JUDICIALIZACIÓN 
DE LOS GRUPOS DELICTIVOS ORGANIZADOS 
Y DE LOS GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS

CAPÍTULO I
Medidas punitivas para combatir  
las organizaciones criminales

Artículo 3°. Adiciónese el artículo 182A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 182A. Constreñimiento ilegal por parte 
de miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados. Los miembros, 
testaferros o colaboradores de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, que 
mediante constreñimiento impidan u obstaculicen el 
avance de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET), establecidos en el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción 
de una Paz Estable y Duradera, así como cualquier 
otra actividad para la implementación del Acuerdo 
Final, incurrirán en prisión de cuatro (4) a seis (6) 
años.

Artículo 4°. Adiciónese un inciso final al 
artículo 387 de la Ley 599 de 2000, relativo al 
Constreñimiento al sufragante, el cual quedará así:

La pena se aumentará en una tercera parte 
cuando la conducta sea cometida por miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 340 de la Ley 
599 de 2000, relativo al Concierto para delinquir, el 
cual quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. Cuando 
varias personas se concierten con el fin de cometer 
delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola 
conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a 
ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer delitos 
de genocidio, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños 
y adolescentes, trata de personas, del tráfico 
de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes, drogas tóxicas 
o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado 
de activos o testaferrato y conexos, o financiación del 
terrorismo y de grupos de delincuencia organizada 
y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas y de la delincuencia 
organizada, ilícito aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, 
explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, la 
pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) 
años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta 
treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará 
en la mitad para quienes organicen, fomenten, 
promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o 
financien el concierto para delinquir o sean 
servidores públicos.

Cuando se tratare de concierto para la comisión 
de delitos de contrabando, contrabando de 
hidrocarburos y sus derivados, fraude aduanero, 
favorecimiento y facilitación del contrabando, 
favorecimiento de contrabando de hidrocarburos 
o sus derivados, la pena será de prisión de seis 
(6) a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) 
hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 340A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 340A. Asesoramiento a Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. El que ofrezca, preste o facilite 
conocimientos jurídicos, contables, técnicos o 
científicos, ya sea de manera ocasional o permanente, 
remunerados o no, con el propósito de servir o 
contribuir a los fines ilícitos de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, 
incurrirá por esta sola conducta en prisión de seis 
(6) a diez (10) años e inhabilidad para el ejercicio 
de la profesión, arte, oficio, industria o comercio 
por veinte (20) años.

No se incurrirá en la pena prevista en este artículo 
cuando los servicios consistan en la defensa técnica, 
sin perjuicio del deber de acreditar sumariamente 
el origen lícito de los honorarios. En todo caso el 
Estado garantizará la defensa técnica.

http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
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Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
346 de la Ley 599 de 2000, relativo a la Utilización 
ilegal de uniformes e insignias, el cual quedará así:

Parágrafo. Cuando la conducta sea desarrollada 
dentro de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET), la pena se aumentará 
de una tercera parte a la mitad.

Artículo 8°. Adiciónese el numeral 8 al inciso 
3° del artículo 365 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

8. 	 Cuando la conducta sea desarrollada den-
tro de los territorios que conforman la 
cobertura geográfica de los Programas 
de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET).

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 188E a la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 188E. Amenazas contra defensores de 
derechos humanos y servidores públicos. El que por 
cualquier medio atemorice o amenace a una persona 
que ejerza actividades de promoción y protección 
de los derechos humanos, o a sus familiares, o a 
cualquier organización dedicada a la defensa de los 
mismos, comunicándole la intención de causarle un 
daño constitutivo de uno o más delitos, en razón o 
con ocasión de la función que desempeñe, incurrirá 
en prisión de setenta y dos (72) a ciento veintiocho 
(128) meses y multa de diecisiete punto setenta y 
siete (17.77) a doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

En la misma pena se incurrirá cuando las 
conductas a las que se refiere el inciso anterior 
recaigan sobre un servidor público o sus familiares.

Parágrafo. Se entenderá por familiares a los 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o civil, segundo de afinidad o sobre cónyuge o 
compañera o compañero permanente o cualquier 
otra persona que se halle integrada a la unidad 
doméstica del destinatario de la amenaza.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 347 de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 347. Amenazas. El que por cualquier 
medio atemorice o amenace a una persona, familia, 
comunidad o institución, con el propósito de causar 
alarma, zozobra o terror en la población o en un 
sector de ella, incurrirá por esta sola conducta, en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de 
trece punto treinta y tres (13.33) a ciento cincuenta 
(150) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la amenaza o intimidación recayere sobre un 
miembro de una organización sindical, un periodista 
o sus familiares, en razón o con ocasión al cargo o 
función que desempeñe, la pena se aumentará en 
una tercera parte.

Artículo 11. Control de las llamadas desde los 
centros de reclusión. Cuando se produzcan llamadas 
procedentes de dispositivos de telecomunicaciones 
ubicados en centros penitenciarios y carcelarios, los 

operadores de redes y servicios de telecomunicaciones 
deberán disponer lo necesario para informar al 
destinatario de la comunicación, el lugar y el nombre 
del establecimiento desde el cual se origina. 

El incumplimiento de este deber dará lugar a 
la imposición de las multas previstas en el artículo 
65 de la Ley 1341 de 2009, de conformidad con el 
régimen allí previsto. 

CAPÍTULO II
Herramientas de investigación  

y judicialización
Artículo 12. Adiciónese el artículo 224A a la 

Ley 906 de 2004, el cual quedará así:
Artículo 224A. Término para la realización de 

actividades investigativas de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. Sin 
perjuicio de lo establecido en las normas que prevean 
un término mayor, en el caso de las actividades 
investigativas que requieran control judicial previo, 
cuando se trate de las investigaciones que se 
adelanten contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, 
la orden del fiscal deberá ser diligenciada en un 
plazo de seis (6) meses, si se trata de la indagación, 
y de tres (3) meses, cuando esta se expida con 
posterioridad a la formulación de imputación.

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 
235 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Parágrafo. Los funcionarios de Policía Judicial 
deberán rendir informes parciales de los resultados 
de la interceptación de comunicaciones cuando 
dentro de las mismas se establezcan informaciones 
que ameriten una actuación inmediata para recolectar 
evidencia o elementos materiales probatorios e 
impedir la comisión de otra u otras conductas 
delictivas. En todo caso, el fiscal comparecerá 
ante el juez de control de garantías a efectos de 
legalizar las actuaciones cuando finalice la actividad 
investigativa.

Artículo 14. Adiciónese un parágrafo al artículo 
236 de la Ley 906 de 2004, relativo a la Recuperación 
de información dejada al navegar por internet u 
otros medios tecnológicos que produzcan efectos 
equivalentes, el cual quedará así:

Parágrafo. Cuando se trate de investigaciones 
contra miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados, la Policía Judicial 
dispondrá de un término de seis (6) meses en 
etapa de indagación y tres (3) meses en etapa de 
investigación, para que expertos en informática 
forense identifiquen, sustraigan, recojan, analicen y 
custodien la información que recuperen.

Artículo 15. Adiciónese un inciso final al artículo 
242 de la Ley 906 de 2004, relativo a la Actuación 
de agentes encubiertos, el cual quedará así: 

Para efectos de lo dispuesto en el presente 
artículo también podrá disponerse que los miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados puedan actuar como agentes 
encubiertos.
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Artículo 16. Operaciones encubiertas en medios 
de comunicación virtual. Inclusión de un artículo 
242B a la Ley 906 de 2004:

Artículo 242B. Operaciones encubiertas en 
medios de comunicación virtual. La técnica especial 
de investigación de agente encubierto contemplada 
en el artículo 242 podrá utilizarse cuando se verifique 
la posible existencia de hechos constitutivos de 
delitos cometidos por organizaciones criminales 
que actúan a través de comunicaciones mantenidas 
en canales cerrados de comunicación virtual. 

El agente encubierto podrá intercambiar o 
enviar archivos ilícitos por razón de su contenido y 
analizar los resultados de los algoritmos aplicados 
para la identificación de dichos archivos ilícitos. 
También obtener imágenes y grabaciones de las 
conversaciones que puedan mantenerse en los 
encuentros previstos entre el agente y el indiciado. 

Parágrafo. En todo caso, tratándose de este 
tipo de operaciones encubiertas, se deberá contar 
con una autorización previa por parte del Juez 
de Control de Garantías para interferir en las 
comunicaciones, de conformidad con lo dispuesto 
en la Sentencia C-156 de 2016. 

Artículo 17. Inclusión de un parágrafo al 
artículo 243 de la Ley 906, sobre entregas vigiladas 
encubiertas:

Parágrafo. Para el desarrollo de entregas 
vigiladas encubiertas, la Fiscalía General de la 
Nación, podrá utilizar como remesa encubierta, 
dineros e instrumentos financieros incautados a 
organizaciones criminales o respecto de los cuales 
haya operado la figura del comiso o la extinción de 
dominio. La utilización de estos bienes solo podrá 
ser autorizada por el Fiscal General de la Nación. 

Artículo 18. Adiciónese un parágrafo al artículo 
244 de la Ley 906 de 2004, relativo a la búsqueda 
selectiva en bases de datos, el cual quedará así:

Parágrafo 1°. Los términos para la búsqueda 
selectiva en base de datos en las investigaciones que 
se adelanten contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados en 
etapa de indagación serán de seis (6) meses y en 
investigación de tres (3) meses, prorrogables hasta 
por un término igual.

Parágrafo 2°. En las investigaciones que se sigan 
contra organizaciones criminales, el juez de control 
de garantías podrá autorizar el levantamiento de la 
reserva y el acceso a la totalidad de bases de datos en 
las cuales pueda encontrarse el indiciado o imputado, 
cuando así se justifique por las circunstancias del 
caso y el tipo de conducta punible que se investiga. 
Esta autorización se concederá por un término igual 
al contemplado en el parágrafo primero, al término 
del cual, dentro de las 36 horas siguientes al último 
acto de investigación, se debe acudir nuevamente 
ante el juez de control de garantías, con el fin de 
solicitar sea impartida legalidad a la totalidad del 
procedimiento. 

Artículo 19. Adiciónese un parágrafo 5° al 
artículo 284 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Prueba anticipada, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. La prueba testimonial anticipada 
se podrá practicar en todos los casos en que se 
adelanten investigaciones contra miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. Las pruebas testimoniales que se 
practiquen de manera anticipada en virtud de este 
parágrafo solo podrán repetirse en juicio a través 
de videoconferencia, siempre que a juicio del Juez 
de conocimiento no se ponga en riesgo la vida 
e integridad del testigo o sus familiares, o no sea 
posible establecer su ubicación.

Artículo 20. Adiciónese el artículo 429A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 
elementos materiales probatorios, evidencia física 
e información legalmente obtenida, recopilada o 
producida por las autoridades administrativas en 
desarrollo de sus competencias y con observancia 
de los procedimientos propios de las actuaciones 
disciplinarias, fiscales o sancionatorias, podrán 
ser utilizados e incorporados a las indagaciones 
o investigaciones penales correspondientes, 
sin menoscabar los derechos y procedimientos 
establecidos en la Constitución Política.

Los conceptos, informes, experticias y demás 
medios de conocimiento obtenidos, recolectados 
o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias podrán ser 
ingresados al juicio por quien los suscribe, por 
cualquiera de los funcionarios que participó en la 
actuación administrativa correspondiente o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento 
material probatorio o evidencia física.

Artículo 21. Adiciónense dos nuevos parágrafos 
al artículo 297 de la Ley 906 de 2004, relativo a los 
requisitos generales para la legalización de captura, 
los cuales quedarán así:

Parágrafo 2°. La persona que sea capturada 
será puesta a disposición del juez de control de 
garantías dentro de un término de 36 horas, el cual 
será interrumpido con la instalación de la audiencia 
por parte del juez competente en cumplimiento de 
lo señalado en el artículo 28 de la Constitución 
Política.

En todo caso para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 
el criterio de plazo razonable, de conformidad con 
la Convención Americana de Derechos Humanos y 
la jurisprudencia interamericana.

Parágrafo 3°. En la audiencia de legalización 
de captura el fiscal podrá solicitar la legalización 
de todos los actos de investigación concomitantes 
con aquella que requieran control de legalidad 
posterior. Cuando se trate de tres o más capturados 
o actividades investigativas a legalizar, el inicio de 
la audiencia interrumpe los términos previstos en la 
ley para la legalización.
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Artículo 22. Adiciónese el artículo 212B a la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 212B. Reserva de la actuación penal. 
La indagación será reservada. En todo caso, 
la Fiscalía podrá revelar información sobre la 
actuación por motivos de interés general.

Artículo 23. Adiciónese el artículo 307A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 307A. Término de la detención 
preventiva. Cuando se trate de delitos cometidos 
por miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados, el término de la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad no 
podrá exceder de tres (3) años. Vencido el término 
anterior sin que se haya emitido sentido del fallo, 
se sustituirá la medida de aseguramiento por una 
no privativa de la libertad que permita cumplir con 
los fines constitucionales de la medida en relación 
con los derechos de las víctimas, la seguridad de la 
comunidad, la efectiva administración de justicia y 
el debido proceso.

La sustitución de la medida de aseguramiento 
por una no privativa de la libertad deberá 
efectuarse en audiencia ante el juez de control de 
garantías. La Fiscalía establecerá la naturaleza de 
la medida no privativa de la libertad que procedería, 
presentando los elementos materiales probatorios o 
la información legalmente obtenida que justifiquen 
su solicitud.

Parágrafo. La solicitud de revocatoria para 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados sólo podrá ser 
solicitada ante los jueces de control de garantías 
de la ciudad o municipio donde se formuló la 
imputación y donde se presentó o deba presentarse 
el escrito de acusación.

Artículo 24. Adiciónese el artículo 313A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 313A. Criterios para determinar 
el peligro para la comunidad y el riesgo de no 
comparecencia en las investigaciones contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados. En las 
investigaciones contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, para los efectos del artículo 296 de 
la Ley 906 de 2004, constituirán criterios de peligro 
futuro y riesgo de no comparecencia, cualquiera de 
los siguientes:

1.	 Cuando el tiempo de existencia del grupo 
supere dos (2) años.

2.	 La gravedad de las conductas delictivas 
asociadas con el grupo, especialmente si se 
trata de delitos como el homicidio, secues-
tro, extorsión o el lavado de activos.

3.	 El uso de armas letales en sus acciones de-
lictivas.

4.	 Cuando la zona territorial o el ámbito de 
influencia del grupo recaiga sobre cual-
quier zona del territorio o dentro de los 

territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET).

5.	 Cuando el número de miembros del grupo 
sea superior a quince (15) personas.

6.	 Haber sido capturado o imputado dentro 
de los tres años anteriores, por conducta 
constitutiva de delito doloso.

7.	 Cuando las víctimas sean defensores de de-
rechos humanos o hagan parte de poblacio-
nes con especial protección constitucional. 
Se pondrá especial énfasis en la protección 
de mujeres, niñas, niños y adolescentes, 
quienes han sido afectados por las organi-
zaciones criminales objeto de esta ley. Este 
enfoque tendrá en cuenta los riesgos espe-
cíficos que enfrentan las mujeres contra su 
vida, libertad, integridad y seguridad y se-
rán adecuadas a dichos riesgos. 

8.	 La utilización de menores de edad en la co-
misión de delitos por parte del grupo.

9.	 Se tendrá en cuenta los contextos y las par-
ticularidades del territorio, incluidas las 
problemáticas y actores presentes en el que 
evidencia la amenaza, el riesgo y la vulne-
rabilidad.

10.	 Se tendrán en cuenta los informes emitidos 
por la Defensoría del Pueblo.

Artículo 25. Adiciónese el artículo 317A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 317A. Causales de libertad. Las medidas 
de aseguramiento en los casos de miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados tendrán vigencia durante toda la 
actuación. La libertad del imputado o acusado 
se cumplirá de inmediato y solo procederá en los 
siguientes eventos:

1.	 Cuando se haya cumplido la pena según 
la determinación anticipada que para este 
efecto se haga, o se haya decretado la pre-
clusión, o se haya absuelto al acusado.

2.	 Como consecuencia de la aplicación del 
principio de oportunidad, cuando se trate 
de modalidad de renuncia.

3.	 Como consecuencia de las cláusulas del 
acuerdo cuando haya sido aceptado por el 
juez de conocimiento.

4.	 Cuando transcurridos ciento ochenta 
(180) días contados a partir de la fecha 
de imputación no se hubiere presentado 
el escrito de acusación o solicitado la 
preclusión, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 294  del Código de Procedimien-
to Penal.

5.	 Cuando transcurridos cuatrocientos (400) 
días contados a partir de la fecha de pre-
sentación del escrito de acusación, no se 
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haya dado inicio a la audiencia de juicio 
por causa no imputable al procesado o a su 
defensa.

6.	 Cuando transcurridos quinientos (500) 
días contados a partir de la fecha de inicio 
de la audiencia de juicio, no se haya emiti-
do el sentido del fallo.

Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se 
restablecerán los términos cuando hubiere 
improbación de la aceptación de cargos, de los 
preacuerdos o de la aplicación del principio de 
oportunidad.

Parágrafo 2°. No se contabilizarán los términos 
establecidos en los numerales 5 y 6 del presente 
artículo, cuando la audiencia de juicio oral no se 
haya podido iniciar o terminar por maniobras 
dilatorias del acusado o su defensor.

Parágrafo 3°. La libertad de los miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados sólo podrá ser solicitada ante los 
jueces de control de garantías de la ciudad o 
municipio donde se formuló la imputación, y donde 
se presentó o donde deba presentarse el escrito de 
acusación.

Cuando la audiencia no se haya podido iniciar 
o terminar por causa objetiva o de fuerza mayor, 
por hechos ajenos al juez o a la administración 
de justicia, la audiencia se iniciará o reanudará 
cuando haya desaparecido el motivo que la originó.

CAPÍTULO III
Disposiciones complementarias  

a los capítulos anteriores
Artículo 26. Jueces de control de garantías para 

grupos delictivos organizados y grupos armados 
organizados. El Consejo Superior de la Judicatura 
garantizará jueces de control de garantías con la 
función especial de atender prioritariamente las 
diligencias relacionadas con los delitos cometidos 
por Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados de los que trata la presente 
ley, los cuales podrán desplazarse para ejercer sus 
funciones sin que ello afecte su competencia. Los 
jueces designados para tales efectos deberán ser 
capacitados para el tratamiento de los delitos propios 
de la delincuencia organizada.

Artículo 27. Defensoría Pública. La Defensoría 
del Pueblo dispondrá de defensores públicos 
ambulantes, para asistir a las audiencias relacionadas 
con Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados. Estos profesionales tendrán 
como propósito principal velar por el estricto 
cumplimiento del debido proceso y las garantías 
fundamentales de los miembros del respectivo 
grupo.

La Defensoría del Pueblo será la responsable de 
conformar los grupos de defensores prioritarios con 
el fin de que tengan disponibilidad inmediata en el 
evento de que sean requeridos.

El Ministerio Público, la Rama Judicial y el 
Gobierno nacional, podrán celebrar convenios para 
garantizar la logística necesaria para los efectos de 
este artículo.

Artículo 28. Mecanismos de cooperación sobre 
nuevas tecnologías. El Gobierno nacional, en 
coordinación con la Fiscalía General de la Nación, 
implementará programas específicos de capacitación, 
adquisición de tecnología, y de acciones articuladas 
entre entidades públicas, que permitan combatir 
eficaz y oportunamente el avance de tecnologías 
que faciliten la operación de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados.

Para cumplir con lo dispuesto en el inciso 
anterior, la Fiscalía y el Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, desarrollarán 
un protocolo que permita periódicamente evaluar 
el desarrollo de nuevas tecnologías y las formas 
de detección y control de las mismas como acción 
concreta en la lucha contra el crimen organizado.

Artículo 29. Cooperación internacional 
entre agencias y organismos de investigación. 
El Gobierno nacional, a través de sus organismos 
competentes y en coordinación con la Fiscalía 
General de la Nación, adelantará los contactos 
necesarios con las autoridades de los países 
interesados en adoptar una estrategia común para 
la persecución de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente artículo, se promoverá la unificación de 
procedimientos y protocolos entre las diferentes 
autoridades, incluyendo la adopción de mecanismos 
que permitan la actuación internacional aún 
en territorio extranjero y, en todo caso, con la 
autorización del país respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en tratados 
internacionales, el Gobierno nacional podrá 
celebrar acuerdos con autoridades extranjeras y 
organizaciones internacionales para la prevención, 
detección y combate de los delitos cometidos por 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. En este marco, y cuando un caso 
particular así lo amerite, podrán llevarse a cabo 
investigaciones u operaciones conjuntas con un 
propósito específico y un plazo limitado; adoptarse 
medidas como la adscripción o intercambio de 
personal, y compartirse la información sobre las 
actividades delictivas, naturaleza, estructura y 
medios empleados por la organización delictiva, 
la identificación de los sospechosos y los bienes 
involucrados.

Artículo 30. Presunción probatoria sobre el 
origen ilícito de los bienes de grupos delictivos 
organizados y grupos armados organizados. 
Cuando existan elementos de juicio que indiquen 
que los bienes que pertenecen a los miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados se encuentran estrechamente asociados 
a su actividad delictiva, se presume su origen o 
destinación en la actividad ilícita.
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En cumplimiento de esta presunción, el fiscal 
delegado deberá adelantar el trámite correspondiente 
al comiso o extinción de dominio, de acuerdo con 
las normas establecidas para el efecto en la Ley 906 
de 2004 y la Ley 1708 de 2014 y demás normas que 
las modifiquen.

Artículo 31. Adiciónese el artículo 83A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 83A. Suspensión de giros nacionales 
e internacionales del sistema postal de pagos. En 
cualquier momento de la actuación, a petición de 
la fiscalía, el juez de control de garantías podrá 
ordenar el no pago de un objeto del sistema postal de 
pagos, cuando tenga inferencia razonable de que el 
dinero es producto directo o indirecto de la comisión 
de conductas punibles por parte de miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA LA 
SUJECIÓN A LA JUSTICIA DE GRUPOS 

ARMADOS ORGANIZADOS
CAPÍTULO I

Normas generales
Artículo 32. Normativa aplicable. En todo lo 

no regulado expresamente en esta ley se aplicará 
lo dispuesto en la Ley 906 de 2004, en particular 
en lo concerniente a la intervención del Ministerio 
Público en razón de sus funciones y de protección 
de los derechos de las víctimas.

Artículo 33. Ámbito personal de aplicación. Las 
normas establecidas en este título solamente serán 
aplicables a los miembros de los Grupos Armados 
Organizados cuya sujeción a la justicia se produzca 
con posterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente ley.

Artículo 34. Etapas. El procedimiento para la 
sujeción a la justicia por parte de los grupos armados 
organizados y sus miembros se realizará en dos 
etapas: i) la de acercamiento colectivo; y ii) la de 
judicialización.

La etapa de acercamiento colectivo correrá a 
cargo del Gobierno nacional y la de judicialización 
les corresponderá a la Fiscalía General de la Nación 
y a los jueces designados.

Artículo 35. Reglamentación. El Gobierno 
Nacional reglamentará, en un término no mayor a 
seis meses contados a partir de la entrada en vigencia 
de esta ley, la aplicación del procedimiento para la 
judicialización de los Grupos Armados Organizados.

CAPÍTULO II
Acercamientos colectivos con los grupos 

armados organizados
Artículo 36. Solicitud de sujeción. Los grupos 

armados organizados de que trata el artículo 2° de esta 
ley deberán manifestar de manera escrita al Gobierno 
nacional su voluntad de sujetarse colectivamente a la 
justicia, a través del representante que sus miembros 
deleguen, mediante poder formalmente otorgado.

La solicitud suscrita por el representante o 
delegado de la organización deberá contener cuando 
menos la siguiente información:

1.	 Manifestación expresa, libre, voluntaria y 
debidamente informada de sujetarse a la 
justicia.

2.	 Información precisa que permita identificar 
la estructura del grupo armado organizado, 
su área de influencia y expansión territorial, 
su modo de operación y el número total de 
sus integrantes.

3.	 La individualización de todos los miem-
bros que se van a sujetar a la justicia con 
sus respectivas actas de sujeción indivi-
dual, suscritas bajo su nombre, documento 
de identificación, firma y huella.

4.	 Las conductas delictivas que serán recono-
cidas colectiva o individualmente por los 
integrantes de la organización, en especial 
lo relacionado con actos de corrupción y la 
vinculación de servidores públicos en ellos; 
tráfico de estupefacientes, lo que incluye 
rutas de narcotráfico, lavado de activos y 
ubicación de plantaciones; participación de 
menores en las actividades del grupo arma-
do organizado; minería criminal y tráfico 
de armas.

5.	 Información conducente para la identifica-
ción de las víctimas de los delitos que serán 
reconocidos colectivamente.

6.	 Relación detallada de los bienes que han 
sido obtenidos producto de la comisión de 
conductas punibles y que serán entregados 
en el marco de la sujeción a la justicia. Tra-
tándose de bienes cuya tradición esté sujeta 
a registro, se identificarán como correspon-
de, de conformidad con la ley.

7.	 Información específica sobre otras acti-
vidades económicas y del mercado ilícito 
de las cuales derivan recursos económicos 
para su financiamiento y articulación, así 
como la relación e información de los tes-
taferros del grupo y sus miembros.

8.	 La información sobre las distintas estruc-
turas de apoyo, en especial aquellas com-
puestas por otras organizaciones criminales 
y por servidores públicos.

9.	 La individualización e identificación de los 
menores de edad que hagan parte de la or-
ganización, quienes serán entregados a la 
protección del Estado, antes de la reunión 
de los miembros del grupo.

10.	 La individualización, identificación y en-
trega de las personas secuestradas por el 
Grupo Armado Organizado.

11.	 Un plan de reparación a las víctimas.
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12.	 Las demás que establezca el Gobierno  
nacional.

Parágrafo 1°. Recibida la solicitud de sujeción, 
el Gobierno nacional procederá a verificar el 
cumplimiento formal de los requisitos señalados 
en este artículo. Si la solicitud omite cualquiera 
de los presupuestos señalados, se concederá a la 
organización solicitante un (1) mes para subsanarla. 
Vencido el término anterior sin que se hubiese 
corregido la solicitud, procederá a rechazarla.

Parágrafo 2°. Verificado el cumplimiento 
formal de los requisitos previstos en este artículo, el 
Gobierno nacional remitirá toda la documentación 
al Fiscal General de la Nación y copia de la misma 
al Procurador General de la Nación, para el cabal 
desarrollo de sus competencias.

Parágrafo 3°. Respecto de los bienes se aplicarán 
las reglas del procedimiento abreviado de extinción 
de dominio previsto en los artículos 133 y siguientes 
de la Ley 1708 de 2014, teniéndose la relación de 
bienes y la entrega de los mismos como sustento 
suficiente para dictar la sentencia correspondiente.

Parágrafo 4°. Remitida la documentación de 
que trata el parágrafo segundo de este artículo, el 
Gobierno nacional dará a conocer a la comunidad 
y a las víctimas, por cualquier medio idóneo, el 
proceso de sujeción a la justicia de los miembros del 
grupo armado organizado.

Parágrafo 5º. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción.

Artículo 37. Delegación para los acercamientos. 
Una vez analizada la manifestación de sujeción a la 
justicia, el Gobierno nacional podrá asignar mediante 
acto administrativo, a uno o varios de sus delegados, 
la facultad de llevar a cabo los acercamientos 
colectivos, según las funciones descritas en el 
artículo siguiente, con los representantes de la 
organización que haya realizado una solicitud de 
sujeción.

Artículo 38. Funciones del delegado para los 
acercamientos. Específicamente, el o los delegados 
del Gobierno nacional, para este efecto, podrán:

1.	 Informar a los miembros del grupo la nor-
matividad del proceso de sujeción a la jus-
ticia y sus consecuencias.

2.	 Proponer al Consejo de Seguridad Nacio-
nal, junto con el representante autorizado 
del Grupo, las zonas, fechas y demás aspec-
tos administrativos y logísticos necesarios 
para la reunión y entrega de la organiza-
ción.

3.	 Recibir, junto con los funcionarios compe-
tentes del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar, antes de la reunión de los 
miembros del grupo, a los menores de edad 
que estén en su poder.

4.	 Recibir a las personas secuestradas que es-
tuvieran en poder del Grupo Armado Orga-

nizado, antes de la reunión de los miembros 
del grupo.

5.	 Las demás que les sean delegadas por el 
Gobierno nacional.

Parágrafo. El ejercicio de las funciones aquí 
descritas no comportará el inicio de acciones de 
responsabilidad penal o disciplinaria.

Artículo 39. Delitos que deben ser aceptados. 
Deberán ser aceptados aquellos delitos que hayan sido 
cometidos en razón y con ocasión a la pertenencia al 
grupo armado organizado, en desarrollo del objetivo 
ilícito perseguido por el grupo o que sirvan para 
facilitarlo.

La aceptación de responsabilidad en estos 
delitos no implica que no se puedan investigar, 
juzgar y sancionar otras conductas realizadas por 
los miembros del grupo armado organizado, que no 
hayan sido objeto de aceptación y que constituyan 
hechos distintos.

Artículo 40. Acta de sujeción individual. Junto 
con la solicitud de sujeción, los representantes del 
grupo armado organizado entregarán al Gobierno 
nacional las actas de sujeción individual de cada 
uno de los miembros del grupo que hará parte del 
proceso. Cada una de estas actas deberá contener:

1.	 La identificación plena del miembro del 
grupo, la que deberá contener cuando me-
nos: nombres y apellidos completos, alias 
dentro de la organización, documento de 
identidad, firma y huella.

2.	 La fecha de ingreso a la organización, el rol 
o roles que asumió dentro del grupo y las 
zonas donde cometió las actividades delic-
tivas.

3.	 Una exposición detallada de la participa-
ción en cada una de las conductas delictivas 
de la organización, respecto de las que re 
conoce responsabilidad penal.

4.	 Los elementos materiales probatorios, evi-
dencia física e información que acredite la 
realización de las conductas delictivas.

5.	 La manifestación expresa, libre, voluntaria 
e informada y debidamente asesorada, de 
renunciar a su derecho a no auto incrimi-
narse.

6.	 El compromiso de no volver a cometer con-
ductas punibles y de garantía de buena con-
ducta.

7.	 A efectos de la determinación de las san-
ciones penales respectivas, podrá hacer 
referencia a las condiciones individuales, 
familiares, sociales, modo de vivir, y an-
tecedentes de todo orden. De considerarlo 
conveniente, podrá referirse a la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado de conformidad 
con la ley.
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Parágrafo 1°. La manifestación de que trata 
el numeral quinto del presente artículo deberá 
estar precedida de la información expresa sobre el 
derecho contenido en el artículo 385 del Código de 
Procedimiento Penal, lo cual constará en el acta.

Parágrafo 2°. El acta de sujeción individual será 
considerada evidencia suficiente de la comisión de 
las conductas en ella contenidas y la manifestación 
de aceptación será suficiente para perfeccionar el 
allanamiento a cargos.

El juez verificará, al momento de la audiencia 
correspondiente, que la manifestación contenida en 
el acta de sujeción individual se realizó de manera 
libre, voluntaria e informada.

Parágrafo 3º. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción individual.

Artículo 41. Zonas de reunión. El Gobierno 
nacional determinará la zona geográfica en la cual 
se realizará la reunión de los miembros del grupo 
armado organizado, teniendo en cuenta la zona de 
influencia de la organización, el número de personas 
que pretenden sujetarse a la justicia y cualquier otro 
factor relevante. Podrán establecerse uno o más 
lugares dentro del territorio nacional.

Así mismo, se podrán establecer corredores 
de seguridad en el territorio nacional para que 
las personas que quieran sujetarse a la justicia de 
manera colectiva se desplacen con el fin de llegar a 
los lugares de reunión.

Artículo 42. Reunión de los miembros del 
grupo armado organizado con fines de sujeción a 
la justicia. Los miembros de los grupos se reunirán 
en la fecha y lugares definidos por el Gobierno 
nacional. La reunión de los miembros del grupo 
armado organizado tendrá como finalidad:

1.	 La desvinculación de todos los menores 
de edad que se encuentren en el Grupo Armado 
Organizado, de conformidad con lo establecido en 
el numeral 9 del artículo 36 de la presente ley.

2.	 La entrega de todos los elementos ilícitos 
en poder de los miembros del Grupo Arma-
do Organizado, lo que incluye armas, mu-
niciones, uniformes de uso privativo de las 
Fuerzas Militares, listados de testaferros, 
bienes y activos, sustancias psicoactivas 
ilícitas, entre otros.

3.	 La realización de las actividades tendientes 
a la verificación de plena identificación de 
cada miembro.

4.	 La judicialización de los miembros del 
Grupo Armado Organizado, así como de 
sus testaferros.

5.	 Garantizar que los miembros del Grupo Ar-
mado Organizado reciban la asistencia téc-
nica de un defensor público en caso de no 
contar con defensor de confianza.

6.	 Materializar las demás actividades y com-
promisos consignados en la solicitud de su-
jeción.

Parágrafo 1°. La reunión de los miembros del 
Grupo Armado Organizado en los lugares designados 
y su permanencia en ellos, es un acto voluntario. Sin 
embargo, si alguna persona decide dejar las zonas de 
reunión y tuviere orden de captura suspendida, está 
será reactivada y materializada inmediatamente.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos 
armados organizados no se entenderán privados de la 
libertad mientras se encuentren en el lugar designado 
por el Gobierno nacional. El tiempo que los miembros 
del grupo armado organizado permanezcan en estos 
territorios no será tenido en cuenta para el cómputo 
de las penas privativas de la libertad, ni como 
materialización de órdenes de captura.

Parágrafo 3°. Los elementos ilícitos del grupo 
armado que sean entregados, serán recibidos por 
el Gobierno nacional o quien este designe. En 
todo caso, la recepción se hará de acuerdo con 
los manuales de cadena de custodia y entregados 
a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su 
competencia.

Artículo 43. Suspensión de órdenes de captura. 
Una vez iniciado el proceso de sujeción a la justicia, 
y con el fin de facilitar su desarrollo, la Fiscalía 
General de la Nación, previa solicitud expresa del 
Consejo de Seguridad Nacional, podrá suspender, 
hasta el momento en que se emita sentido de fallo 
condenatorio, las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los representantes 
de los grupos armados organizados y sus miembros. 
En todo caso, el término de suspensión nunca podrá 
ser superior a tres meses.

Parágrafo 1°. En caso de que se determine que 
alguna de las personas que está en el proceso de 
sujeción está incumpliendo las normas de conducta 
colectivas o cometa nuevos delitos dolosos o 
preterintencionales, se procederá a revocar la 
suspensión de su orden de captura, y se procederá 
de inmediato a su materialización.

Parágrafo 2°. Cualquier delito cometido por 
los miembros de la organización, durante el tiempo 
que dure su permanencia en las zonas de reunión, 
se tramitará de conformidad con el procedimiento 
previsto en el Código de Procedimiento Penal.

Parágrafo 3°. La suspensión de órdenes de 
captura de que trata el presente artículo tendrá 
aplicación exclusivamente en el territorio definido 
por el Gobierno nacional como zonas de reunión 
y en los corredores de seguridad fijados para el 
desplazamiento a ellas.

Artículo 44. Legalización de captura. 
Considerando que los solicitantes del proceso de 
sujeción a la justicia no se encuentran privados de 
la libertad en las zonas de reunión, no se realizarán 
audiencias de legalización de captura respecto de los 
hechos y delitos que sean reconocidos en el acta de 
sujeción individual.
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CAPÍTULO III
Etapa de judicialización

Artículo 45. Fiscales delegados y verificación. 
Recibida la documentación de que trata el parágrafo 
2° del artículo 36 de esta ley, el Fiscal General 
de la Nación procederá a delegar a los fiscales 
y funcionarios de policía judicial necesarios 
para iniciar el proceso de judicialización, 
quienes inmediatamente adelantarán las labores 
investigativas que resulten necesarias para la 
verificación de la información remitida.

Parágrafo. Si, producto de las verificaciones 
o de las investigaciones en curso adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación, se advierte la 
existencia de nuevos hechos, el fiscal delegado para 
la judicialización deberá ponerlos en conocimiento 
del representante de la organización, para que, 
adicionen el acta de sujeción individual dentro de 
los cinco (5) días siguientes.

Artículo 46. Acusación y contenido. Surtida 
la etapa prevista en el artículo anterior, el fiscal 
procederá a elaborar el escrito de acusación colectiva 
únicamente respecto de los hechos y delitos cuya 
responsabilidad se reconoce en el acta de sujeción 
individual, y comunicará los cargos a los solicitantes 
mediante la entrega del escrito de acusación a estos 
y a sus defensores.

De la comunicación se dejará constancia, a la que 
se adjuntarán las actas de sujeción individual, lo cual 
equivaldrá al allanamiento a cargos y comportará 
una rebaja punitiva de hasta el cincuenta por ciento 
(50%) de la pena impuesta, salvo que se trate de 
delitos definidos como de Lesa Humanidad en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
y el derecho Internacional Penal, delitos contra 
niños, niñas y adolescentes, delitos contra la vida 
cometidos contra mujeres y delitos sexuales, caso 
en el cual será de hasta un 30%. Esta rebaja no 
será acumulable con otras disminuciones de pena 
reguladas en la legislación ordinaria. En todo caso 
se perderán los derechos políticos. 

La rebaja a la que hace referencia el inciso 
anterior, tampoco se aplicará para crímenes de lesa 
humanidad, crímenes de guerra, genocidio ni los 
delitos contenidos en el Título IV de la Ley 599 de 
2000.

El escrito deberá contener:
1.	 La relación clara y sucinta de los hechos 

jurídicamente relevantes objeto de acepta-
ción.

2.	 La referencia a las condiciones individua-
les, familiares, sociales, modo de vivir y 
antecedentes de todo orden del procesado 
y, si lo considera conveniente, la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado.

3.	 La constancia de comunicación del escrito 
de acusación.

4.	 El acta de sujeción individual.

Parágrafo 1°. La Fiscalía fijará, atendiendo 
criterios de conexidad y contexto, el número de 
integrantes de la organización que comprenderá 
cada acusación colectiva.

Parágrafo 2°. Los hechos y delitos que no se 
encuentren relacionados en el acta de sujeción 
individual, o que producto de las verificaciones, 
o de las investigaciones en curso, no hayan sido 
adicionados por el solicitante, serán investigados 
y juzgados de conformidad con las normas 
y procedimientos previstos en el Código de 
Procedimiento Penal. En el evento en que el 
solicitante sea condenado por estos hechos, perderá 
la rebaja de pena que haya sido otorgada en virtud 
de esta ley.

Parágrafo 3°. Para todos los efectos procesales la 
entrega de la acusación equivaldrá a la formulación 
de imputación de la que trata la Ley 906 de 2004.

Artículo 47. Presentación de la acusación 
colectiva. Dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la entrega del escrito de acusación al que se refiere el 
artículo anterior, el fiscal deberá presentarlo ante el 
juez que de conformidad con el artículo 52 designe el 
Consejo Superior de la Judicatura, quien adelantará 
la audiencia de verificación de sujeción y sentencia.

Artículo 48. Audiencia de verificación de 
sujeción y sentido de fallo. Dentro de los diez 
(10) días siguientes a la presentación del escrito de 
acusación, el juez designado llevará a cabo audiencia 
de verificación de sujeción y sentido de fallo, en la 
que, una vez corroborada la presencia de las partes, 
procederá a:

1.	 Verificar que la sujeción de cada una de 
las personas relacionadas en la acusación 
colectiva haya sido libre, voluntaria, debi-
damente informada y previamente asistida 
por su defensor.

2.	 Emitir el sentido de fallo condenatorio.
3.	 El juez, de plano, ordenará la privación de 

la libertad y librará inmediatamente la or-
den de encarcelamiento, de conformidad 
con las normas vigentes.

Parágrafo 1°. En el evento en que cualquiera de 
los acusados decida no aceptar su responsabilidad 
en esta audiencia, se dará por terminado el 
proceso de sujeción a la justicia respecto de este, 
su judicialización se tramitará por las normas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal y 
se restablecerán automáticamente las órdenes de 
captura que hubieren sido expedidas en su contra.

Parágrafo 2°. En ningún caso se dará lectura al 
escrito de acusación colectiva.

Artículo 49. Traslado de la sentencia e 
interposición de recursos. Anunciado el sentido del 
fallo, el juez contará con diez (10) días para proferir 
la sentencia y correr traslado escrito de la misma a 
las partes e intervinientes. 
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La sentencia se entenderá notificada con la 
entrega de una copia de la misma al condenado o a 
su defensor.

Surtida la notificación a la que se refiere el inciso 
anterior, las partes e intervinientes contarán con 
cinco (5) días para interponer y sustentar el recurso 
de apelación contra la decisión de primera instancia. 
Este se presentará por escrito y se tramitará conforme 
a lo dispuesto por el procedimiento ordinario.

Artículo 50. Divisibilidad de las decisiones. 
Podrán emitirse sentencias referentes a la 
responsabilidad penal de los miembros del grupo 
armado organizado relacionadas con los delitos 
aceptados de manera colectiva, sin perjuicio de las 
sentencias sobre la responsabilidad individual de los 
integrantes de estas organizaciones.

Artículo 51. Celebración de audiencias. El 
Gobierno nacional brindará los recursos necesarios 
para la instalación de salas transitorias de audiencias 
que permitan la rápida y efectiva judicialización de 
todos los miembros de la organización criminal que 
se sujeten a la justicia.

Con el objetivo de lograr la judicialización de 
todas las personas que se sujeten a la justicia y 
buscando garantizar el efectivo ejercicio del derecho 
de defensa, se dispondrá de salas de audiencia con 
capacidad para al menos cincuenta (50) procesados 
por sala, sus defensores y demás intervinientes.

Se deberá correr traslado de la fecha de la 
realización de la audiencia, a las víctimas y 
demás intervinientes que estén haciendo parte del 
proceso de judicialización de los Grupos Armados 
Organizados.

Parágrafo. El juez, en ejercicio de sus poderes 
correccionales, podrá interrumpir, suspender o 
detener la intervención de alguna de las partes si 
encuentra que es innecesaria y genera dilaciones.

Artículo 52. Competencia. El Consejo 
Superior de la Judicatura designará y garantizará la 
disponibilidad y el desplazamiento de los jueces que 
conocerán exclusivamente del juzgamiento de los 
hechos y personas objeto de esta ley.

Para el desarrollo de las audiencias y demás 
actos procesales contenidos en esta ley, no serán 
aplicables las reglas de competencia territorial 
establecidas en los artículos 42, 43 y 44 del Código 
de Procedimiento Penal.

Los funcionarios judiciales podrán desarrollar 
las audiencias y los demás actos procesales en los 
lugares de reunión de los miembros de los grupos 
armados organizados, sin consideración al lugar 
donde ocurrieron los hechos.

Artículo 53. Validez probatoria de las 
manifestaciones de los sujetados a la justicia. Las 
manifestaciones de aceptación de responsabilidad 
contenidas en las actas de sujeción y sus anexos 
serán elementos materiales probatorios suficientes 
para acreditar la responsabilidad penal respecto 
de los delitos objeto de sujeción a la justicia. Lo 
anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que la 

Fiscalía General de la Nación aporte elementos 
materiales probatorios, evidencia física o 
información legalmente obtenida de las conductas 
punibles cometidas por los miembros del grupo 
armado organizado.

El mismo valor probatorio tendrán los 
interrogatorios de los miembros del grupo que se 
hubieren realizado.

Artículo 54. Intervención de las víctimas. 
Dentro del presente procedimiento se garantizan 
los derechos de participación de las víctimas, en 
especial las garantías procesales, probatorias, 
sustanciales y de acceso, así como los derechos a la 
verdad, la justicia, la reparación y las garantías de 
no repetición, y serán intervinientes en los términos 
establecidos en las normas procesales ordinarias. 

Parágrafo 1°. Entiéndase por garantías 
procesales, las orientadas a que las víctimas puedan 
participar e intervenir como sujeto procesal esencial 
en todas las etapas y procedimientos del juicio, con 
todas las prerrogativas inherentes a dicha condición, 
incluyendo la legitimación para presentar recursos 
contra decisiones de fondo. Dentro de estas garantías 
debe asegurarse la representación judicial gratuita 
y apropiada para las víctimas que lo requieran, y 
figuras especiales como el amparo de pobreza. 

Parágrafo 2°. Por garantías sustanciales se 
entenderán todas las medidas de acompañamiento 
y asistencia institucional, protección adecuada 
y de discriminación positiva dentro del proceso 
penal para salvaguardar los derechos de las 
víctimas, garantizando que estas, los testigos, sus 
representantes, familiares y allegados, comparezcan 
a los trámites del proceso judicial, sin sufrir 
amenazas, intimidaciones o verse expuestos a 
circunstancias de victimización secundaria. 

Parágrafo 3°. Las garantías probatorias 
estarán encaminadas a que toda persona que sea 
acreditada como víctima dentro del proceso, tenga 
derecho, en todas las actuaciones que se surtan 
en el marco de los procesos de sometimiento 
colectivo, a ser oída, a solicitar pruebas y a 
suministrar los elementos probatorios que tenga 
en su poder, incluyendo su propio relato, y que 
considere relevantes para la garantía de sus 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación. 
En la reglamentación se contemplarán reglas 
de flexibilización de apreciación y cargas 
probatorias en favor de las víctimas, modalidades 
especiales y diferenciales de testimonio entre 
otros mecanismos probatorios establecidos en la 
normativa sobre violaciones a derechos humanos. 

Parágrafo 4°. Serán garantías de acceso las 
orientadas a que, mediante mecanismos sencillos, 
eficaces y rodeados de publicidad suficiente, las 
víctimas puedan concurrir para hacer valer sus 
derechos, para que los responsables sean juzgados, 
se obtenga reparación por el daño sufrido y se acceda 
a la verdad judicial de lo ocurrido. Las víctimas 
contarán con acceso igual y efectivo, atendiendo a 
los enfoques territoriales, diferenciales y de género.
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CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 55. Apoyo interinstitucional. El 
Gobierno nacional coordinará con las entidades 
involucradas todo lo necesario para el correcto 
desarrollo del proceso de sujeción colectiva de 
grupos armados organizados.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, la 
Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la 
Nación, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), el Instituto Penitenciario y Carcelario 
(Inpec) y las demás entidades involucradas, según 
sus competencias constitucionales y legales, deberán 
garantizar:

1.	 La seguridad de los funcionarios públicos y 
de los integrantes del grupo armado organi-
zado, para materializar la reunión de que tra-
ta el artículo 42, y mientras dure la misma.

2.	 Las condiciones de habitabilidad del lugar 
de reunión de los integrantes del grupo ar-
mado organizado.

3.	 La disponibilidad de funcionarios de la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil.

4.	 La disponibilidad de defensores públicos.
5.	 La disponibilidad de jueces de control de 

garantías y de conocimiento.
6.	 La disponibilidad de fiscales y funcionarios 

de policía judicial.
7.	 La disponibilidad de procuradores y perso-

neros.
8.	 La disponibilidad de defensores de fami-

lia o personal del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF).

9.	 El soporte alimentario y sanitario para los 
miembros de los grupos armados organiza-
dos durante la reunión, a cargo del Gobier-
no nacional.

10.	 La internación y traslado de los miembros 
de los grupos armados organizados a los 
centros de detención y reclusión cuando 
sea del caso.

11.	 Todas las demás que resulten necesarias 
para el adecuado proceso de sujeción del 
grupo armado organizado.

Parágrafo. Cada entidad será responsable 
dentro del ámbito de sus competencias para lograr 
un armónico desarrollo de las jornadas de reunión 
y judicialización efectiva. Su falta de colaboración 
oportuna y efectiva se entenderá como una forma de 
obstrucción a la justicia y dará lugar a las sanciones 
que establezca la ley.

Artículo 56. Acción de la Fuerza Pública. El 
Presidente de la República, mediante orden expresa 
y en la forma que estime pertinente, determinará 
la localización y las modalidades de acción de la 
Fuerza Pública, siendo fundamental para ello que no 
se afecten los derechos y libertades de la comunidad, 
ni genere inconvenientes o conflictos sociales.

Artículo 57. Programas de Reintegración 
Social. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
entrada de vigencia de esta ley, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (Inpec) implementará 
un programa especial y con enfoque diferencial de 
reintegración social y laboral para quienes se sujetan 
a la justicia en el marco de la presente ley.

La Agencia para la Reincorporación y 
Normalización (ARN) apoyará el diseño e 
implementación del programa del que trata este 
artículo. Para tal efecto, el Gobierno nacional 
destinará los recursos necesarios para el 
cumplimiento de esta labor y el fortalecimiento 
institucional.

Parágrafo. El Gobierno nacional, en ejercicio 
de la función reglamentaria establecida en el primer 
inciso del artículo 91 del Código de Extinción 
de Dominio, deberá crear un rubro específico 
destinado a financiar programas de resocialización y 
reintegración a la vida civil, con cargo a los recursos 
que le corresponden. El programa especial de que 
trata este artículo podrá participar de estos recursos.

Artículo 58. Comisión de nuevas conductas 
punibles. Quienes hayan aceptado la sujeción a la 
justicia, de acuerdo con el contenido de la presente 
ley, cometieren un nuevo delito dentro de los diez 
(10) años siguientes al proferimiento de la sentencia, 
perderán la rebaja punitiva establecida en el artículo 
46, mediante decisión que adoptará el juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, previa 
comunicación de la Fiscalía General de la Nación.

De la misma forma, la rebaja de pena concedida 
como consecuencia de la sujeción a la justicia se 
perderá cuando el condenado haya incumplido 
los términos consignados en el acta individual de 
sujeción, o se compruebe que las informaciones 
suministradas no corresponden a la verdad. En estos 
casos, comprobado el incumplimiento o acreditada 
la falta de veracidad de las informaciones, se dará 
aviso al juez de ejecución de penas y medidas de 
seguridad para que este redosifique la pena en los 
términos ordinarios del Código Penal.

Artículo 59. Extradición. En ningún caso, la 
sujeción a la justicia de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la presente ley impedirá la 
extradición de los miembros de los Grupos Armados 
Organizados.

Artículo 60. Condiciones especiales de 
reclusión. El Gobierno nacional reglamentará las 
condiciones especiales de reclusión que se les 
aplicarán a los miembros de los Grupos Armados 
Organizados que se sujeten a la justicia en el 
marco del título tercero de esta ley. En todo caso, 
tales condiciones serán carcelarias e intramurales, 
garantizando la privación efectiva de la libertad.

Artículo 61. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado 
Proyecto de ley número 198 de 2018 Senado,  227 
de 2018 Cámara, por medio de la cual se fortalecen 
la investigación y judicialización de organizaciones 
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criminales y se adoptan medidas para su sujeción 
a la justicia, como consta en la sesión conjunta de 
las Comisiones Primeras de Senado y Cámara el 
día 5 de junio de 2018, correspondiente al Acta 
número 16 Sesiones Conjuntas.

De conformidad con el inciso segundo del artículo 
165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación 
del presente informe.

* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 126  

DE 2017 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) sobre 
Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados a 
la Organización”, adoptado en Punta Mita, México, 

el 20 de junio de 2014.

Doctor
EFRAÍN JOSÉ CEPEDA SARABIA
Presidente
Senado de la República
Referencia: Ponencia para segundo debate 

al Proyecto de ley número 126 de 2017 Senado
Respetado señor Presidente del Senado:
Es para mí un honor aceptar la designación 

que me hace la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda, para rendir ponencia para segundo 
debate al Proyecto de ley número 126 de 2017, 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 

la República de Colombia y la Organización para 
la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, adoptado en punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Para lo cual procedo en los términos de 
conformidad dispuesto en el artículo 156 de la 
Ley 5ª de 1992, a sustentar la ponencia en los 
siguientes términos.

En cumplimiento de la designación que me fue 
encomendada, presento el informe de ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 
126 de 2017, por medio de la cual se aprueba 
el “Acuerdo entre la República de Colombia 
y la Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico (OCDE) sobre Privilegios, 
Inmunidades y Facilidades otorgados a la 
Organización”, adoptado en punta Mita, México, 
el 20 de junio de 2014, así:

I.	 TRÁMITE DE LA INICIATIVA
II.	 OBJETO
III.	 CONTENIDO DE LA INICIATIVA
IV.	 ASPECTOS GENERALES DEL PRO-

YECTO DE LEY
V.	 PROPOSICIÓN FINAL

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El Gobierno nacional a través de la Ministra 

de Relaciones exteriores, doctora María Ángela 
Holguín Cuéllar radicó en la Secretaría del 
Senado de la República el Proyecto de ley número 
126 de 2017 Senado, por medio de la cual se 
aprueba el “Acuerdo entre la República de 
Colombia y la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre 
Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados 
a la Organización”, suscrito en Punta Mita, 
México, el 20 de junio de 2014.

II. OBJETO
La presente iniciativa tiene por objeto aprobar 

el Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) sobre Privilegios, 
Inmunidades y Facilidades otorgados a la 
Organización, suscrito en Punta Mita, México, el 
20 de junio de 2014.

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
El presente proyecto de ley, además del título, 

se compone de tres (3) artículos, entre ellos el de 
vigencia.

IV. ASPECTOS GENERALES 
DEL PROYECTO DE LEY

A.	 Acuerdos sobre Privilegios e Inmunida-
des con otras Organizaciones

Colombia ha suscrito acuerdos sobre 
privilegios e inmunidades anteriormente con 
organismos como la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) y la Organización de los Estados 
Americanos (OEA). El Convenio sobre Privilegios 
e Inmunidades con la ONU fue adoptado el 13 de 
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febrero de 1946 mientras que el de la OEA fue 
adoptado el 15 de mayo de 1949. Ambos tratados 
fueron aprobados mediante la Ley 62 de 1973 
permitiendo que dichas organizaciones gozaran de 
la capacidad jurídica, privilegios e inmunidades 
necesarios para el desarrollo de sus funciones 
en Colombia. Asimismo, les otorga privilegios e 
inmunidades a los representantes y funcionarios 
de las organizaciones en el territorio colombiano 
con miras a permitir el ejercicio de sus funciones1.

B.	 La Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE)

La Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE), es una 
organización intergubernamental, creada 
mediante la Convención de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE), suscrita el 14 de diciembre de 1960, en 
París, Francia, y la cual entró en vigor el 30 de 
septiembre de 1961.

Reconociendo la interdependencia de las 
economías y con miras a utilizar al máximo las 
capacidades de los Estados para promover el 
crecimiento sostenible y aumentar el bienestar 
económico y social de los pueblos, esta 
Organización tiene como principales objetivos 
promover políticas destinadas a2:

a)	 Realizar la más fuerte expansión de la eco-
nomía y del empleo y de un aumento del 
nivel de vida en los países miembros, man-
teniendo la estabilidad financiera;

b)	 Contribuir a una sana expansión económica 
en los Estados miembros y en los no miem-
bros en vías de desarrollo económico, y

c)	 Contribuir a la expansión del comercio 
mundial sobre una base multilateral y no 
discriminatoria, conforme a las obligacio-
nes internacionales.

La misión de la OCDE consiste en promover 
políticas que fomentan el bienestar económico y 
social, el aumento de empleos y la calidad de vida 
de los pueblos alrededor del mundo. Actualmente 
cuenta con 35 Estados3 miembros, los cuales 
forman una comunidad comprometida con los 
valores que giran en torno a la democracia basada 
en el Estado de derecho, los derechos humanos y 
una economía de mercado abierta y transparente.

En este orden de ideas, esta Organización se 
ha convertido en un foro en el que los Gobiernos 
trabajan juntos, intercambiando experiencias, 
buscando soluciones a problemas comunes e 
identificando las mejores prácticas para promover 

1	 Tratados Multilaterales adoptados por Colombia 
en:http://apw.cancilleria.gov.co/tratados/SitePages/Bus-
cadorTratados.aspx?TemaId=26&Tipo=M

2	 “Convención de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico” Preámbulo y artículo 1°.

3	 Al respecto ver: http://www.oecd.org/about/membersan-
dpartners/list-oecd-member-countries.htm

políticas a partir de las cuales se pueda brindar 
una mejor vida a los pueblos4.

Así las cosas, es una Organización que trabaja 
con los Estados para entender las causas de los 
cambios climáticos, económicos, sociales y 
ambientales; mide la productividad y los flujos 
globales del comercio y la inversión; analiza 
y compara datos para pronosticar futuras 
tendencias; y establece estándares internacionales 
en diferentes materias, con miras a promover 
políticas que impulsen el desarrollo sostenible a 
nivel mundial5.

Por más de 50 años la OCDE ha impulsado 
estándares globales, acuerdos y recomendaciones 
en áreas tales como la gobernanza y la 
lucha contra el soborno y la corrupción, la 
responsabilidad corporativa, el desarrollo, la 
inversión internacional, los impuestos y el medio 
ambiente, entre otros. En este orden de ideas, la 
cooperación, el diálogo, el consenso y la revisión 
son herramientas que hacen que la OCDE continúe 
impulsando políticas, con miras a una economía y 
sociedad más fuerte, transparente y justa6.

Para cumplir con sus objetivos, actualmente 
esta Organización está enfocada en ayudar a los 
gobiernos de los Estados Miembros y demás, en 
cuatro áreas7:

1.	 La necesidad de los Gobiernos de restaurar 
la confianza en los mercados y las institu-
ciones y compañías que los hacen funcio-
nar. Esto requerirá reforzar la regulación y 
un gobierno más efectivo en todos los nive-
les de la vida política y económica.

2.	 La obligación de los Gobiernos de restable-
cer las finanzas públicas sanas como base 
de un crecimiento económico sostenible.

3.	 La revisión de medios para promover y 
apoyar nuevos recursos para el crecimiento 
a través de la innovación, estrategias ami-
gables con el medio ambiente y desarrollo 
de economías emergentes.

4.	 Con miras a fortalecer la innovación y el 
crecimiento, la OCDE necesita asegurar 
que las personas de todas las edades pue-
dan desarrollar habilidades para trabajar 
productiva y satisfactoriamente en los tra-
bajos del mañana.

En resumen, la OCDE es una organización 
determinada a continuar ayudando a los países en 

4	 Organization for Economic Cooperation and Develo-
pment, Secretary General¿s Report to Ministers 2014. 
En: https://www.oecd.org/about/secretary-general/SG-
Annual-Report-to-Ministers-2014.pdf

5	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
mico http://www.oecd.org/about

6	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
mico http://www.oecd.org/about/history/

7	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
mico http://www.oecd.org/about/

http://apw.cancilleria.gov.co/tratados/SitePages/BuscadorTratados.aspx?TemaId=26&amp;Tipo=M
http://apw.cancilleria.gov.co/tratados/SitePages/BuscadorTratados.aspx?TemaId=26&amp;Tipo=M
http://www.oecd.org/about/membersandpartners/list-oecd-member-countries.htm
http://www.oecd.org/about/membersandpartners/list-oecd-member-countries.htm
http://www.oecd.org/about/secretary-general/SG-Annual-Report-to-Ministers-2014.pdf
http://www.oecd.org/about/secretary-general/SG-Annual-Report-to-Ministers-2014.pdf
http://www.oecd.org/about/secretary-general/SG-Annual-Report-to-Ministers-2014.pdf
http://www.oecd.org/about
http://www.oecd.org/about/history/
http://www.oecd.org/about/
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desarrollo a establecer políticas para promover el 
desarrollo económico, el bienestar de los mercados 
laborales, impulsar la inversión y el comercio, 
fomentar el desarrollo sostenible, incrementar 
los niveles de vida y el funcionamiento de los 
mercados.

C.	 Importancia para Colombia de ser 
miembro de la OCDE

El ingreso a la OCDE es uno de los objetivos 
de la política exterior del Gobierno colombiano, 
por lo cual el Estado se propuso tomar todas las 
medidas necesarias para poder ajustar sus políticas 
públicas y legislación a los parámetros de esta 
Organización.

Acceder a la membrecía de la OCDE permitirá 
aprender y compartir las buenas prácticas diseñadas 
por la Organización, las cuales han permitido 
impulsar reformas y cambios estructurales en 
todos los Estados miembros y desde ya en el 
Estado colombiano.

Así mismo, ser miembro la OCDE le permitirá 
al país8:

•	 Tener un sello de garantía, pues los países 
que hacen parte de la OCDE son reconoci-
dos por tener políticas serias, responsables, 
transparentes y justas. En este sentido, per-
tenecer a la OCDE es indicativo de un país 
que tiene serias intenciones de hacer las co-
sas bien, de mejorar continuamente sus ins-
tituciones, de invertir bien sus recursos y de 
cumplir estándares exigentes. Este sello de 
garantía es muy valioso para los inversio-
nistas extranjeros, los socios comerciales y 
la comunidad internacional en general.

•	 Imponer y exigir los más altos estándares 
sociales y ambientales a los inversionistas 
nacionales y extranjeros. La presencia de 
estándares comunes también busca facilitar 
los flujos de comercio e inversión.

•	 Evaluarse continuamente y compararse con 
los mejores.

•	 Compartir nuestras experiencias exito-
sas en los diferentes foros de la Organi-
zación. Con esto se logra que Colombia 
sea reconocida internacionalmente por 
temas en los cuales se ha destacado y ha 
superado retos importantes. Por ejem-
plo, la política fiscal, el manejo de los 
ingresos de recursos naturales, la lucha 
contra la pobreza, las políticas de pene-
tración de las tecnologías de informa-
ción y comunicaciones.

•	 Incidir en la agenda global y en las deci-
siones que se tomen en todos aquellos es-

8	 Benefits that Member Countries can Draw from the 
OECD en: http://www.oecd.org/italy/benefitsthatmem-
bercountriescandrawfromtheoecdinparticularonthepoliti-
caleconomyofreform.htm

pacios en los que se exige una respuesta 
cooperativa y coordinada por parte de un 
número plural de países (por ejemplo, la 
OCDE es muy activa en la lucha contra 
los paraísos fiscales, en la coordinación de 
políticas comerciales y financieras, o en la 
coordinación de políticas ambientales).

•	 Tener acceso a una valiosa fuente de datos 
estadísticos, económicos y sociales compa-
rables a nivel internacional, permitiendo un 
mejor análisis para el diseño y evaluación 
de nuestras políticas públicas. Esto obliga 
al Estado a mejorar la calidad y transpa-
rencia de sus estadísticas, lo cual es central 
para la evaluación de las políticas y la pre-
sentación de los resultados.

•	 Acceder a un centro de pensamiento privi-
legiado con expertos de primer nivel, dis-
ponibles para discutir y revisar temas de 
política pública, y con quienes se puede 
contratar, si es necesario, una asesoría es-
pecializada, que parte de un conocimiento 
amplio sobre el país y de una amplia gama 
de experiencias internacionales. Esta ase-
soría, por lo demás, tiene la ventaja de no 
estar atada a ninguna operación de crédito 
o de comercio.

•	 Participación de funcionarios y técnicos 
colombianos en los distintos comités, lo 
que ofrece la oportunidad de aprender de 
las experiencias de otros países, conectarse 
con sus pares, al tiempo que los obliga a 
una autoevaluación permanente de sus ins-
tituciones y sus políticas.

Así mismo, el acceso de Colombia a la 
OCDE mostrará el compromiso del país de 
convertirse en un Estado responsable, en el que, 
a partir de reformas estructurales motivadas 
por las buenas prácticas y experiencias de los 
demás Estados miembros, pueda lograr un 
crecimiento no solo económico, sino también 
de desarrollo humano.

D.	 Proceso de acceso de Colombia a la 
OCDE

En enero de 2011 el país manifestó su interés 
de ingresar a la OCDE y comenzó un trabajo 
preliminar con 10 de los 250 Comités y Grupos de 
Trabajo que hacen parte de la Organización. Para 
mayo de 2013, el Consejo de la OCDE adoptó 
la decisión de abrir formalmente la discusión de 
acceso para Colombia. En septiembre de 2013, 
la OCDE hace entrega oficial de la Hoja de Ruta 
(Roadmap), la cual establece los términos y 
condiciones del proceso de acceso e identifica los 
23 Comités y los más de 200 estándares bajo los 
cuales el país será evaluado.

A partir de este momento, el Gobierno inicia 
formalmente el proceso de acceso. Durante el 

http://www.oecd.org/italy/benefitsthatmembercountriescandrawfromtheoecdinparticularonthepoliticaleconomyofreform.htm
http://www.oecd.org/italy/benefitsthatmembercountriescandrawfromtheoecdinparticularonthepoliticaleconomyofreform.htm
http://www.oecd.org/italy/benefitsthatmembercountriescandrawfromtheoecdinparticularonthepoliticaleconomyofreform.htm
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2014 hasta el 2017, Colombia presenta ante 
cada Comité los avances del país en relación 
con las recomendaciones de la OCDE. Sin 
embargo, el término, no depende de Colombia 
exclusivamente, sino también de la Organización, 
pues es esta quien evalúa el avance del país frente 
a las recomendaciones y decide dar el visto bueno 
final o solicita mayores avances.

E.	 Aspectos del Acuerdo entre la Repúbli-
ca de Colombia y la Organización para 
la Cooperación y Desarrollo Económico 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facili-
dades otorgados a la Organización

El Acuerdo entre la República de Colombia y 
la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico sobre Privilegios, Inmunidades 
y Facilidades Otorgados a la Organización 
constituye una de las herramientas para la 
consolidación del proceso de adhesión colombiano 
a esta Organización.

Con miras a que la OCDE pueda prestar 
colaboración y apoyo en el territorio colombiano 
y pueda cumplir plena y eficientemente con sus 
responsabilidades y tareas, es necesario otorgarle 
una serie de privilegios, inmunidades y facilidades, 
con el fin de que goce de la independencia 
necesaria para el cumplimiento de su mandato, 
propósito y objetivos.

Al respecto, es preciso resaltar que, en 
concordancia con la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, las 
prerrogativas a otorgar a la OCDE en virtud del 
Acuerdo sub examine son concedidas en aras de 
salvaguardar sus funciones y no a título personal, 
tal como se establece en el numeral 3 del artículo 
13 y en el artículo 18 del instrumento9.

Así las cosas, el objeto del precitado Acuerdo 
es establecer un marco general de privilegios, 
inmunidades y facilidades otorgados a la 
Organización, necesarios para el cumplimiento 
de su misión y relativos a la cooperación entre la 
Organización y la República de Colombia, incluida 
la visita de agentes expertos10; la organización 
de conferencias o reuniones en la República de 
Colombia y cualquier otro acuerdo futuro que se 
pueda celebrar entre la Organización y el Estado 

9	 Numeral 3. Artículo 13: “Los privilegios e inmunidades 
son concebidos a los Representantes de los Miembros y 
participantes no Miembros con el fin de salvaguardar sus 
funciones en relación con la Organización y no para su 
provecho personal. Por lo tanto, un Miembro o partici-
pante no Miembro tiene no solo derecho sino también el 
deber de renunciar a la inmunidad de su Representante en 
cualquier caso en que, a juicio del Miembro o participan-
te no Miembro, la inmunidad pueda impedir el curso de 
la justicia, y puede enunciarse sin perjuicio del propósito 
para el cual se concede la inmunidad”.

10	 Privilegios e inmunidades en: http://www.cancilleria.
gov.co/ministry/the_ministry/protocol/privileges

colombiano; y respecto del futuro establecimiento 
de una oficina de la OCDE en Colombia11.

En efecto, por medio del Acuerdo supra se 
crea un marco para que la Organización, sus 
bienes, los representantes de los Miembros y 
participantes no Miembros, agentes y expertos, 
puedan desarrollar sus funciones con la 
independencia necesaria para poder llevar con 
éxito su misión. Lo anterior, a través de visitas, 
conferencias o reuniones y, si fuera el caso, el 
establecimiento de una sede de la Organización 
en territorio colombiano.

Ahora bien, el texto del instrumento consta de 
23 artículos, a saber:

•	 El artículo 1° consagra las definiciones, a 
partir de las cuales se deriva el contexto y 
la forma en que se deberán interpretar las 
disposiciones del Acuerdo.

•	 El artículo 2° prevé el objeto del instrumen-
to.

•	 El artículo 3° establece el reconocimiento 
de la persona jurídica de la Organización 
en territorio colombiano, y su capacidad de 
celebrar contratos, adquirir y enajenar bie-
nes muebles e inmuebles e iniciar procesos 
legales.

•	 En el artículo 4° se hace mención al reco-
nocimiento de los privilegios, exenciones e 
inmunidades otorgados mediante el Acuer-
do sub examine a la Organización.

•	 El artículo 5° establece la inmunidad de 
la Organización y de sus bienes contra 
todo proceso jurídico, salvo cuando se 
renuncie expresamente a dicha inmuni-
dad, en cada caso particular. Asimismo, 
se establece la necesidad de una renun-
cia separada frente a cualquier medida 
de ejecución. Por su parte, el artículo 6° 
prevé la inmunidad de los bienes de la 
OCDE frente a cualquier allanamiento, 
requisición, confiscación, expropiación o 
cualquier forma de interferencia, ya sea 
en virtud de una acción ejecutiva, admi-
nistrativa, judicial o legislativa.

•	 El artículo 7° consagra la inviolabilidad, 
control y autoridad exclusiva de la OCDE 
sobre sus instalaciones, incluidas aquellas 
utilizadas durante el tiempo de una reunión 
convocada por la Organización. En este 
sentido, establece un segundo numeral por 
medio del cual el Gobierno se obliga a to-
mar las medidas necesarias para garantizar 
la seguridad de las instalaciones.

11	 Acuerdo entre la República de Colombia y la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE). Artículo 2°.

http://www.cancilleria.gov.co/ministry/the_ministry/protocol/privileges
http://www.cancilleria.gov.co/ministry/the_ministry/protocol/privileges


Página 32	 Miércoles, 13 de junio de 2018	 Gaceta del Congreso  415

•	 A su vez, el artículo 8° prevé la inviolabi-
lidad de los archivos de la Organización, 
donde quiera que se encuentren y de todos 
los documentos que le pertenezcan o que 
mantenga en su posición.

•	 El artículo 9° establece que la OCDE po-
drá mantener moneda de cualquier clase 
y operar cuentas en cualquier moneda y, a 
su vez, consagra que la Organización po-
drá transferir libremente sus fondos dentro, 
entre y fuera del territorio de la República 
de Colombia y convertir cualquier moneda 
que tenga en otra moneda, bajo las mismas 
condiciones que cualquier otra organiza-
ción internacional o gobierno extranjero.

•	 El artículo 10 establece las exenciones a 
las que tendría lugar la Organización y sus 
bienes. Sobre el particular, hace mención 
a cualquier forma de tributación directa, 
incluidos cargos para efectos de pensión o 
seguridad social; aranceles, prohibiciones 
y restricciones con respecto a artículos im-
portados y exportados por la Organización 
para su funcionamiento y desarrollo de 
sus actividades; aranceles, prohibiciones 
y restricciones con respecto a la importa-
ción y exportación de publicaciones u otro 
material que la Organización produzca, así 
como impuestos relativos a la venta o difu-
sión gratuita de sus publicaciones u otros 
artículos; y cualquier forma de tributación 
indirecta. En este sentido, se establece que 
en caso de que la Organización pague im-
puestos indirectos, los mismos serán reem-
bolsados en concordancia con los procedi-
mientos aplicables.

•	 En el artículo 11 se establece el trato a las 
comunicaciones oficiales de la OCDE, 
previendo que la Organización gozará del 
tratamiento favorable que el Estado colom-
biano concede a cualquier organización in-
ternacional o gobierno extranjero, en ma-
teria de prioridades, tarifas e impuestos, 
sobre sus comunicaciones. Asimismo, con-
sagra que no se aplicará ninguna censura a 
la correspondencia oficial, y que la Orga-
nización podrá utilizar códigos y enviar y 
recibir correspondencia por correo privado.

•	 En el artículo 12 se consagra la disposición 
de servicios públicos esenciales para el 
funcionamiento de la Organización.

•	 El artículo 13 establece los privilegios e in-
munidades que gozarán los representantes 
de los Miembros y participantes no Miem-
bros de la Organización, a saber: inmuni-
dades de arresto y detención, de decomiso 
de su equipaje e inmunidad sobre cualquier 

proceso legal relativo a las palabras habla-
das o escritas que realicen en calidad de 
representantes; inviolabilidad de documen-
tos; derecho a utilizar códigos y recibir co-
rrespondencia por correo privado o en vali-
ja sellada; exención contra restricciones de 
inmigración de ellos y de sus cónyuges o 
compañeros(as); facilidades respecto a las 
restricciones de moneda o cambio; inmuni-
dades en relación con su equipaje personal 
y los demás privilegios e inmunidades de 
que gocen los enviados diplomáticos. En 
este sentido, prevé que no tendrán derecho 
a reclamar exenciones sobre artículos im-
portados que no hagan parte de su equipaje 
personal o derechos de consumo o IVA. 

•	 En el artículo 14 se reglamentan una serie 
de privilegios e inmunidades para los agen-
tes de la Organización, relativas al arresto 
o detención por actos realizados en su ca-
pacidad oficial y contra confiscación de su 
equipaje; la inmunidad contra todo proceso 
legal iniciado por palabras habladas o escri-
tas y actos realizados en su capacidad ofi-
cial; la exención de toda forma de tributa-
ción directa; la exención de restricciones de 
inmigración y servicio militar; beneficios 
con respecto a la repatriación en casos de 
crisis internacionales; derecho a importar 
libre de aranceles sus muebles y vehículos; 
privilegios respecto a facilidades de mo-
neda y cambio; exenciones de obligación 
para depositar garantía pagadera a artículos 
admitidos temporalmente; y el derecho de 
utilizar códigos y enviar y recibir corres-
pondencia por correo privado.

•	 Además de lo anterior, en el artículo 15 se 
establecen los privilegios, inmunidades y 
facilidades adicionales que gozará el Secre-
tario General de la Organización, su cónyu-
ge o compañero(a) e hijos dependientes.

•	 El artículo 16 consagra las inmunidades y 
privilegios a conceder a los expertos que 
realicen misiones para la Organización o 
que sean invitados a participar en una reu-
nión, necesarios para el ejercicio indepen-
diente de sus funciones, durante el periodo 
de las misiones.

•	 Por su parte, el artículo 17 indica que la 
República de Colombia tomará las medidas 
necesarias para facilitar la entrada, perma-
nencia, salida y la libertad de movimiento, 
dentro de su territorio, de los representantes 
de los Miembros, participantes no Miem-
bros, agentes y expertos de la organiza-
ción, así como de los invitados para efectos  
oficiales.
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•	 En el artículo 18 se establece que las pre-
rrogativas concedidas a agentes y expertos 
se otorgan en interés de la Organización y 
no para provecho personal de los indivi-
duos. Al efecto, se consagra la potestad del 
Secretario General de la Organización, de 
renunciar a la inmunidad de cualquier fun-
cionario o experto.

•	 A su vez, el artículo 19 hace referencia a 
la cooperación de la Organización con el 
Estado colombiano para facilitar la admi-
nistración de justicia e impedir que no se 
presente ningún abuso respecto de los pri-
vilegios, inmunidades y facilidades otorga-
dos mediante el cuerdo objeto de estudio.

•	 En relación con el artículo 20, este indica 
la voluntad del Gobierno de Colombia de 
realizar los esfuerzos que estén a su alcan-
ce para asistir a la Organización en la re-
solución de cualquier dificultad respecto a 
la adquisición de bienes, servicios y faci-
lidades y para garantizar el respeto de las 
prerrogativas concedidas.

•	 Finalmente, los artículos 22 y 23 estable-
cen la forma en la que se solucionarán las 
controversias surgidas de la interpretación 
o aplicación del presente acuerdo y su en-
trada en vigor, respectivamente.

Vale la pena resaltar que la ratificación del 
Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) sobre Privilegios, Inmu-
nidades y Facilidades otorgado a la Organización, 
no solo constituye una herramienta para que la 
Organización pueda cumplir de manera plena 
y eficiente con sus responsabilidades y tareas, 
sino representa uno de los pasos finales hacia 
la consolidación del proceso de adhesión de la 
República de Colombia.

V. PROPOSICIÓN FINAL
Por lo anteriormente expuesto, solicito a la 

Mesa Directiva del Senado, dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 126 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la organización”, firmado en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Del honorable Senador,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA DE COLOMBIA

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la 

República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización”, 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio de 
2014, que por el artículo primero de esta ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

De los honorables Senadores,

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., junio 13 de 2018
Autorizamos el presente informe de ponencia 

para segundo debate presentado por el honorable 
Senador Iván Leonidas Name Vásquez al Proyecto 
de ley número 126 de 2017 Senado, por medio 
de la cual se aprueba el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la organización”, firmado en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014, para su 
publicación en la Gaceta del Congreso.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE 
COMISIÓN SEGUNDA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
SENADO DE LA REPÚBLICA 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 126 DE 2017 
SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) sobre 
Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados a 
la Organización”, adoptado en Punta Mita, México, 

el 20 de junio de 2014.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la 

República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización”, 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio de 
2014, que por el artículo primero de esta ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA
El texto transcrito fue el aprobado en primer 

debate en Sesión Ordinaria de la Comisión 
Segunda del Senado de la República, el día 
treinta (30) de mayo del año dos mil dieciocho 
(2018), según consta en el Acta número 26 de 
esa fecha.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 63  

DE 2017 SENADO

por medio de la cual se declara patrimonio histórico 
y cultural de la Nación, al municipio de Flandes 
del departamento de Tolima, por ser la cuna de la 

aviación militar de Colombia.

Doctor
EFRAÍN JOSÉ CEPEDA SARABIA
Presidente
Senado de la República
Referencia: Ponencia para segundo debate 

al Proyecto de ley número 63 de 2017 Senado
Respetado señor Presidente del Senado:
Es para mí un honor aceptar la designación 

que me hace la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda, para rendir ponencia para segundo 
debate al Proyecto de ley número 63 de 2017, por 
medio de la cual se declara patrimonio histórico 
y cultural de la Nación, al municipio de Flandes 
del departamento de Tolima, por ser la cuna de la 
aviación militar de Colombia.

Para lo cual procedo en los términos de 
conformidad dispuesto en el artículo 156 de la 
Ley 5ª de 1992, a sustentar la ponencia en los 
siguientes términos.

En cumplimiento de la designación que me fue 
encomendada, presento el informe de ponencia 
para segundo debate al Proyecto de ley número 63 
de 2017 Senado, por medio de la cual se declara 
patrimonio histórico y cultural de la Nación, 
al municipio de Flandes del departamento de 
Tolima, por ser la cuna de la aviación militar de 
Colombia, así:

I.	 OBJETO DEL PROYECTO
II.	 MARCO LEGAL
III.	ANTECEDENTE HISTÓRICO
IV.	 JUSTIFICACIÓN
V.	 PROPOSICIÓN FINAL

I. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene como propósito que el 

legislativo actuando dentro de la competencia que 
le otorga la constitución y la ley, fije disposiciones 
orientadas a garantizar la preservación, conser-
vación, promoción y difusión del patrimonio 
histórico de la Nación que representa el municipio 
de Flandes ubicado en el departamento del Tolima, 
al ser cuna de la aviación militar en Colombia.

II. MARCO LEGAL
Constitucionalmente, los artículos 150, 154, 

334, 341 y 359 numeral 3, señalan la competencia 
por parte del Congreso de la República para 
interpretar, reformar y derogar las leyes; la 
facultad que tienen los miembros de las Cámaras 
Legislativas para presentar proyectos de ley y/o 
de actos legislativos.
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Adicionalmente, la Ley 5ª de 1992, en su 
artículo 140 en concordancia con la Constitución 
Política de Colombia, establece que los Senadores 
y Representantes a la Cámara individualmente y a 
través de las bancadas, pueden presentar proyectos 
de ley, razones por las cuales esta iniciativa no 
invade las órbitas, ni las competencias de las 
otras Ramas del Poder Público, en especial las 
correspondientes al Ejecutivo en cabeza del 
Gobierno nacional.

Por otra parte, el proyecto de ley está enmarcado 
dentro de las normas constitucionales señaladas 
en los artículos 7°, 8°, 70 y 72 de la Constitución 
Política de Colombia; así como en la Ley 397 de 
1997 o Ley General de Cultura.

III. ANTECEDENTE HISTÓRICO
El contenido del antecedente histórico fue 

aportado por el doctor Luis Felipe Cárdenas Díaz, 
Asesor Aeronáutico y Aeroportuario, quien viene 
desarrollando la investigación desde el año 2003 
a la fecha, con el fin de documentar el presente 
proyecto de ley.

La aviación colombiana nació gracias a 
las inquietudes de un grupo de caballeros con 
influencias en las altas esferas del gobierno de 
la época. Fue así como el día 7 de septiembre 
de 1916, al impulso del Club Colombiano de 
Aviación, el Congreso Nacional expidió la Ley 15 
de 1916, por la cual se disponía el envío a Europa 
de una comisión de militares, para enterarse de 
los avances bélicos, pero principalmente de la 
aviación.

Al sancionar esta primera Ley Aérea, el señor 
Presidente de la República José Vicente Concha, 
exclamó: “Está muy cercano el día en que 
Colombia tenga su propia aviación”.

A pesar de la expedición de la Ley 15 de 1916, 
de la voluntad del Gobierno del Presidente Concha 
y del interés por parte del Ejército de hacer efectivo 
su cumplimiento, la situación económica del país 
en esa época impidió que tan loables propósitos 
pudieran hacerse realidad.

Conocidas las experiencias de la Primera 
Guerra Mundial sobre el empleo de la aviación 
como arma de combate, una vez superados los 
problemas económicos, el Congreso colombiano, 
exhortado por el presidente Marco Fidel Suárez, 
demostró la necesidad de que las instituciones 
militares fortalecieran sus capacidades, 
introduciendo definitivamente en su organización 
las unidades aéreas. De esta manera se logró la 
elaboración de la Ley 126 de 1919 que dio origen 
a la Aviación Militar posteriormente denominada 
Fuerza Aérea Colombiana.

El 31 de diciembre de 1919, el Presidente Marco 
Fidel Suárez, sancionó la Ley 126 por la cual se 
creaba la Aviación Militar como quinta arma 
del ejército de Colombia. El ilustre mandatario 
intuyó que con aquel acto se estaban afianzando 
los destinos de la nación hacia metas de desarrollo 

y por ello había que aportar la introducción 
de la aeronáutica como medio para acortar las 
distancias y superar la abrupta topografía del 
territorio colombiano.

El Decreto 2172 del 10 de diciembre de 1920 
derogó la Ley 126 de 1919 y creó la Sección de 
Aviación Militar, dependiendo directamente del 
Ministerio de Guerra, que más tarde se constituiría 
en el Departamento 8 del Ministerio de Guerra, 
División General de Aviación Militar, mediante 
Decreto número 2065 del 1º de diciembre de 1932.

Con el fin de garantizar el desarrollo de la 
aviación en Colombia, el presidente Marco 
Fidel Suárez gestionó con su homólogo francés, 
Alexandre Millerand, el envío al país de una 
misión militar aérea y la adquisición de las 
primeras aeronaves militares. Francia tenía por 
aquella época muchos pilotos militares veteranos, 
sobrevivientes de la Primera Guerra Mundial, y 
una floreciente industria aeronáutica.

A mediados de 1920 el Gobierno contrató 
en Francia y trajo al país la primera Misión de 
instructores de Aviación compuesta por el señor: 
Coronel René Guichard, como piloto jefe, quien 
ostentaba varias honrosas condecoraciones y 
era miembro de la Legión de Honor Francesa y 
por los señores Jean Jonnard y José Island como 
pilotos instructores; Paul Poillot y Lucien Sloscher 
como mecánicos instructores. Todos ellos habían 
tomado, al servicio de Francia, parte activa en 
el conflicto europeo, llamado la Primera Guerra 
Mundial o la Gran Guerra, que terminó en 1918.

La misión francesa estudió las condiciones 
del país e inicialmente escogió, por las buenas 
condiciones del terreno, las llanuras cercanas 
a la ciudad de Mariquita como lugar para que 
funcionara la Primera Escuela de Aviación 
Militar, pero por igualdad de circunstancias y 
mayores facilidades de conexión con la capital 
de la República, se designó de preferencia el 
corregimiento de Flandes (Tolima) para sede de 
la Escuela, acondicionando como aeródromo un 
terreno cercano a orillas del Río Magdalena y 
próximo a la ciudad de Girardot.

Allí se improvisó una pista de 300 metros de 
largo por 40 de ancho y se construyeron 6 grandes 
cobertizos de guadua y teja metálica que servían 
de hangares talleres y almacenes. De tal suerte, 
el 15 de febrero del año 1921, se cumplió el acto 
inaugural del instituto con la iniciación de las 
clases sobre aerodinámica y mecánica, y el 30 de 
marzo se efectuaba el primer vuelo en el biplano 
G-3 de matrícula A-1 piloteado por el Coronel 
Guichard.

Esta misión trabajó arduamente en la creación 
de toda la infraestructura operativa y técnica de la 
escuela de Flandes, así como en la instrucción de 
vuelo propiamente dicha, entre el 15 de febrero de 
1921 hasta el 28 de abril de 1922. Contaba con 5 
hangares de guadua y zinc, y su dotación constaba 
de 3 aviones monomotor “Caudron G – III”, 4 
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aviones bimotor “Caudron G-IV” y 4 aviones 
monomotor Nieuport Delage 11 de caza, diseñado 
como avión de combate, dotados todos con 
motores rotativos Le Rhone 9C de 80 Caballos de 
Fuerza (H.P.).

La Base Aérea de Flandes, se construyó en la 
hacienda “San Luis” de propiedad de Francisco 
Rocha Vargas. La base constaba de cinco 
hangares con estructura de guadua y zinc, de 
construcción muy poco técnica para las maniobras 
aeroportuarias, por lo que demoraba mucho la 
entrada y salida de los aviones y se corría con 
el peligro de que se rompieran las alas en los 
movimientos de circulación. La pista tenía 300 
metros de longitud y se construyó en condiciones 
de extrema limitación de recursos: simplemente se 
optó por remover los hormigueros que abundaban 
en el lote y desmalezar para liberar el terreno de 
la pista de especies vegetales como la llamada 
“pelá”, tipo de espino de las tierras tropicales 
bajas, variedad del trupillo característico de zonas 
semiáridas y desérticas del país.

El Decreto 208 de 1921, firmado por el 
presidente Suárez, adiciona a la planta de personal 
de la Escuela a Gervais Sounier, de origen francés, 
y Daniel Herrera como Jefes de taller de mecánica 
y de carpintería, respectivamente.

Como aprendices de mecánicos de la escuela 
viajaron a Flandes Marco T. Lizarazo, Enrique 
Rivas, Rafael Pinzón, Enrique Campuzano, Luís 
García, Luís Bautista, Gabriel Rosas y Jorge 
Clopatofsky; y en calidad de obreros montadores 
del avión, los señores Julio Convers, Carlos 
Calderón U, Luis F. Macías, Cayetano Montaño, 
Roberto Umaña, Benjamín Méndez, Jorge Boada 
y Daniel Corredor.

Adjudica becas de estudio a Edilberto Carrillo, 
Eduardo Quintana, Pedro A. Gómez y Luis E. 
Sepúlveda para realizar estudios relacionados 
con la actividad aérea. Destina en comisión a el 
Capitán Luis Silva G., Teniente Abraham Liévano, 
Sargento Primero Juan D. Fernández, Benjamín 
Rodríguez, Jorge E. Rodríguez y José E. Pérez; 
Sargentos Segundos José Moncada, Roberto 
Rodríguez, Justino Mariño y Mario Valencia; 
cabos primeros Julio A. Parga, José I. Forero y 
Emiliano de la Peña, y Cabo Segundo Ignacio 
Maldonado.

A los recién llegados les impactó 
negativamente el excesivo calor en Flandes y la 
frecuente incursión por las noches de serpientes 
de cascabel a los dormitorios. A los comensales 
de la Escuela les tocaba permanecer alertas y 
revisar constantemente las instalaciones, así 
como defenderse de las nubes de mosquitos y 
de zancudos, corriendo el riesgo de contraer 
enfermedades infecciosas transmitidas por estos 
vectores.

Sobra decir que la “amabilidad” de este 
recibimiento inicial por parte de insectos y 
reptiles, desanimó a muchos de los cadetes y 

propició la deserción de algunos de ellos, pero 
a otros, por fortuna, les templó más el ánimo 
acrecentando su voluntad para seguir adelante. 
Cuando el alojamiento definitivo estuvo ya listo 
(que por otra parte era de una pobreza franciscana 
y de dotaciones apenas mediocres), empezaron 
los primeros vuelos que fueron un halago y 
una ilusión para quienes buscaban de verdad la 
aviación, no como un pasatiempo, sino como una 
profesión y como un deber.

La seguridad física del personal, de las 
instalaciones y de los aviones, estuvo siempre a 
cargo de las tropas del ejército acantonadas en 
Ibagué. El Decreto número 355 del 11 de marzo 
de 1921, ordenaba que una compañía y una banda 
de músicos del regimiento de infantería que se 
encontraba en dicha ciudad, al mando de un 
Mayor, debiera trasladarse a la escuela de Flandes 
indefinidamente.

Según Decreto Orgánico número 2247 se fijaba 
en 45 el número de oficiales, suboficiales y cadetes, 
cifra de la cual 16 pertenecían a la de alumnos de 
pilotaje, siendo los 29 restantes montadores de 
aviones y mecánicos.

El Primer Héroe:
Entre algunos oficiales Pilotos de aquella época 

se recuerdan los siguientes: Coronel Efraín Rojas, 
Teniente Delfín Torres Duran, Teniente Eduardo 
Gómez Posada y Teniente Abraham Liévano, pero 
especialmente el Mayor Félix Castillo Mariño, 
quién siendo el Subdirector de la Escuela y ante 
los insistentes y preocupantes rumores de que 
el Congreso y el gobierno planeaban cerrar la 
Escuela, realizó un acto heroico.

Mayor Félix Castillo Mariño
Resulta que a la sazón el presupuesto de 

Colombia totalizaba treinta millones de pesos y 
el haber creado y mantener en funcionamiento 
la Escuela de Aviación Militar le costaba al 
erario público algo más de ochocientos mil 
pesos, suma que parecía exageradamente alta 
para dotar al país de una aviación militar que, 
según sus detractores, no parecía necesitar el 
país, más aun si se tenía en cuenta que costaba 
casi tanto como sostener todo el Ejército. Por 
ello, ante la presión de la prensa y del público 
el Gobierno nacional y el Congreso estaban 
considerando seriamente el cerrarla.

Otro factor que se sumaba a la crisis radicaba 
en el hecho de que ya pasaban varios meses de 
iniciadas las actividades y ningún colombiano 
había volado por sus propios medios.

El día 18 de junio de 1921, el Mayor Castillo 
le ordenó al técnico Justino Mariño que le 
alistara un avión para practicar carreteo, es decir 
el movimiento controlado en tierra del avión, 
tras unos cuantos desplazamientos le dijo al 
técnico que iba para la pista a ensayar la carrera 
de despegue, ya en posición inició la carrera de 
despegue “simulada” pero cuando los presentes 
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esperaban que cortara el motor, de repente se elevó 
en forma vacilante y peligrosa, todos se aterraron 
pues sabían que solo tenía a cuestas 4 lecciones de 
vuelo doble comando, a todas luces, no preparado 
para volar solo el avión, sin embargo ahí estaba, 
elevándose poco a poco y tomando confianza, con 
el aeroplano controlado se enfiló hacia Girardot 
tomando altura.

El personal de la misión francesa, que se 
encontraba en su totalidad en Girardot, al escuchar 
el sonido del avión y conocedores de que en la 
Escuela no había nadie capacitado para dictar 
instrucción, salieron despavoridos en dirección a 
Flandes.

A su llegada vieron como el Mayor, después 
de varios minutos sobrevolando la región a unos 
tres mil pies de altura, se enfilaba hacia la pista, 
el Jefe de la Misión y Director de la Escuela, el 
Coronel Guichard, tan solo atinaba a decir “Mon 
Dieu, Mon Dieu...” pues temía un desenlace fatal.

El avión piloteado por el Mayor Castillo se 
aproximaba a la pista con movimientos erráticos, 
bajaba y subía la nariz en forma peligrosa, todos se 
tomaban la cabeza con las manos y algunos daban 
por momentos la espalda tan solo esperando oír 
el fatídico choque contra la tierra, pero haciendo 
gala de sangre fría y tesón, tan propios de los 
colombianos, el Mayor Castillo controló su avión 
en el último momento y logró aterrizar sin el 
menor daño para él o su aeronave.

Se hizo el silencio por un momento y luego 
todos fue algarabía y gozo, los colombianos 
gritaban hurras a Colombia y hurras al mayor 
Castillo. Pronto la noticia se regó como pólvora 
por todo el País, los colombianos si eran capaces 
de volar por sus propios medios y sin ningún 
instructor extranjero abordo, este acto, aunque 
fue una indisciplina de vuelo, no por ello dejó de 
ser heroico e impidió la clausura de la naciente 
Escuela.

Esta fecha nos lleva a concluir que el mayor 
Castillo Mariño fue también el primer piloto 
colombiano en volar sobre el territorio nacional 
correspondiéndole este honor a Flandes, Tolima.

Presentación de la Primera Escuela Militar 
de Aviación en la ciudad de Bogotá

El primer director de la escuela fue el 
Coronel Gabriel del Páramo. En julio del año 
en mención, el Coronel Guichard, por orden 
del Ministerio de Guerra, preparaba un vuelo 
en escuadrilla de Flandes a Bogotá, para 
desfilar por primera vez junto con las armas 
tradicionales de tierra en la celebración del 20 
de Julio en la capital.

A las 8:30 levantó vuelo el bimotor G-4, 
llevando como piloto al coronel Guichard y 
observador al teniente Torres Durán, pero al llegar 
a Tocaima fallaron los motores (lo cual era muy 
frecuente en aquella época) y el francés hubo 
de regresar a Flandes, pero con tan mala suerte 

que al aterrizar su tren de aterrizaje tropezó con 
un hormiguero, lo que le ocasionó un capotaje 
a bastante velocidad y Guichard salió disparado 
hacia el centro de la pista por haberse roto las 
correas que lo fijaban al asiento. El Director de la 
Misión Francesa de Aviación en Colombia había 
sufrido tan graves lesiones que hubo de rescindir 
su contrato con el Gobierno nacional y regresar a 
su país.

Clausura de la Primera Escuela Militar de 
Aviación

Las expectativas positivas que había generado 
este vuelo exitoso y emblemático para la historia 
de la aviación militar colombiana, se disiparon 
cuando el 28 de abril de 1922 se leyó en la Orden 
del Día, el Decreto número 580 de esa misma 
fecha, por el cual se clausuraba temporalmente la 
Escuela Militar de Aviación de Flandes, por falta 
de disponibilidad presupuestal.

La batalla por hacer realidad, hacer valer y 
posicionar la Escuela de Aviación Militar apenas 
empezaba. La vocación aérea de Colombia 
velaba en la sombra. Al cabo de algunos años 
de constante y duro batallar, la constancia 
habría de ver ampliamente premiados los 
sacrificios, frente a las intrigas infundadas y 
necias, alguna hostilidad de ciertas autoridades 
un tanto celosas, y la negligencia de quienes 
se atraviesan ante los cambios y el progreso, 
como un roble que se torna más fuerte cuando 
arrecia la tormenta o como el bambú que se 
dobla flexible sin doblegarse mientras arremete 
el viento huracanado y se levanta tan pronto 
pasa, al fin lograba crecer y desarrollarse entre 
la maleza hasta llegar al cielo como un símbolo 
de las alas de Colombia.

El verdadero motivo que llevó al cierre 
de la Escuela Militar de Flandes fue la 
falta de credibilidad y apoyo por parte de 
las altas esferas en Bogotá en los pilotos 
colombianos. La gente de esa época pensaba 
equivocadamente que los únicos pilotos 
calificados para volar eran los europeos. En 
efecto, la aviación comercial se desarrollaba 
mucho mejor ya que contaba con el apoyo de 
la empresa privada y el Gobierno, y contaba 
con la credibilidad que generaban los pilotos 
alemanes de SCADTA. Pero esta evidencia no 
quería decir que la aviación militar no tuviera 
perspectivas. La historia se encargaría de 
demostrar posteriormente la razón que asistía 
a los que quijotescamente veían en esta rama 
una de las mayores fortalezas históricas de 
nuestra fuerza pública.

Es importante resaltar y recordar que la historia 
de la Base Aérea de Flandes no concluyó con el 
cierre de la Escuela Militar de Aviación en 1922. 
La invasión el 1° de septiembre de 1932 a Leticia 
y otros territorios del sur del país por parte de 
fuerzas peruanas, que dio origen al denominado 
Conflicto Amazónico o Conflicto Colombo-
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Peruano, la llevó a jugar nuevamente un papel 
de gran relevancia. Dada la imperiosa necesidad 
de responder a la agresión peruana de manera 
rápida y efectiva la Aviación Militar representaba 
una importancia estratégica, pero en aquél 
momento toda la Aviación Militar colombiana 
se concentraba en la Base Aérea de la Escuela 
Militar de Aviación que desde 1924 funcionaba en 
Madrid, Cundinamarca.

Ante la falta de bases aéreas estratégicamente 
ubicadas que permitieran el uso adecuado de la 
Aviación Militar, el Gobierno nacional dispuso de 
inmediato la creación de varias Bases Auxiliares, 
siendo la de Flandes la primera en ser activada. 
A lo largo del conflicto Flandes tuvo un papel 
relevante dadas sus condiciones de cercanía a 
Bogotá, baja elevación sobre el nivel del mar que 
permiten obtener un elevado rendimiento de las 
aeronaves, así como su meteorología casi ideal 
todo el año. Un ejemplo de lo anterior es que fue 
en Flandes donde se realizó la primera conversión 
de aviones de transporte civil en aviones de 
guerra de dos aeroplanos Junkers cedidos por la 
compañía Scadta (hoy Avianca) a los cuales se les 
adaptaron ametralladoras y perchas para lanzar 
bombas. Fue allí también donde el primer héroe 
de guerra de la futura Fuerza Aérea Colombiana 
ofrendó su vida al servicio de la patria, se trató del 
Teniente Guillermo Zornosa, quién el 8 de febrero 
de 1933 despegó desde Flandes con destino al sur 
al mando de un avión Osprey C-14 de Matrícula 
número 122, a bordo llevaba municiones para 
las tropas cuando en pleno despegue la aeronave 
perdió sustentación precipitándose a tierra y 
estallando en una gran conflagración producto de 
la detonación del material bélico lo que no dio 
tiempo ni oportunidad de intentar el rescate del 
Teniente Zornosa.

Durante el tiempo que duró la operación 
de la Primera Escuela Militar de Aviación en 
Flandes, Tolima, se hicieron los primeros vuelos 
y se graduaron los primeros pilotos militares de 
Colombia, despertó el interés y el deseo en los 
hombres que allí estuvieron en trabajar por el 
desarrollo de una Aviación Militar para Colombia 
y convirtió a Flandes, Tolima, en la “Cuna de la 
Aviación Militar de Colombia” y también jugó 
un papel de reconocida importancia durante el 
bautizo de fuego de la que en el año 1942 recibiera 
la denominación de Fuerza Aérea Nacional y a 
partir de 1944 de Fuerza Aérea Colombiana.

IV. JUSTIFICACIÓN
Por los argumentos expuestos en el antecede 

histórico, la presente iniciativa legislativa es 
fundamental para brindar los recursos legales, 
técnicos y económicos, que permitan iniciar el 
proceso de construcción del “Museo Cuna de 
la Aviación Militar de Colombia en Flandes” 
en donde se le rendirá un homenaje a los que, 
quedándoles estrecha la tierra y superando muchos 
obstáculos, nos abrieron el camino que nos acercó 

al cielo colocándole alas a la patria y enmarcando 
una nueva era para Colombia.

El MUSEO AERONÁUTICO DE LA 
PRIMERA ESCUELA MILITAR DE 
AVIACIÓN DE COLOMBIA, será una 
institución permanente abierta al público, sin 
fines lucrativos, al servicio de la sociedad y su 
desarrollo; que cumplirá con las funciones de 
coleccionar, investigar, comunicar, conservar y 
exhibir, cumpliendo con tres misiones sociales: 
estudio, educación y deleite, dedicándose a 
salvaguardar, preservar y difundir a la comunidad, 
la herencia histórica aeronáutica de Colombia en 
general y de Flandes en particular.

Cabe anotar, que ya existen unas instalaciones 
para el Museo, y se encuentra ubicado en 1 
hectárea de Terreno en el aeropuerto Santiago 
Vila del municipio de Flandes, Tolima, y cuenta 
con un salón principal que se podría habilitar 
como la sede histórica del Museo, Un Hangar y 
una Réplica de la iglesia de la Virgen de Loreto, 
protectora de los aviadores y una Plaza de Armas.

Esta Ley del Congreso de la República, debe 
servir a las nuevas generaciones de colombianos 
en general y a pilotos, personal técnico y 
administrativo, que hoy forman la gran familia de 
la aviación colombiana, a conservar con orgullo, 
honor y celo, este sagrado y gigantesco patrimonio 
de toda una nación que se construyó acumulando 
horas de intensa lucha, cuando la aviación apenas 
nacía en nuestro país.

A través de esta ley, aparte del Museo 
Aeronáutico, debe traer desarrollos comple-
mentarios con un alto componente social como:

•	 Vinculación de la Fuerza Aérea de Colom-
bia, Ministerio de Cultura, Museo Nacio-
nal, Maloka Bogotá y universidades con 
facultad de ingeniería aeronáutica.

•	 Fundación de la Academia Científica y Tec-
nológica de Investigación Planetaria, en 
donde a través de la planeación de un pen-
sum avanzado de estudios, nos ubique en 
la era Aeroespacial en la que vivimos para 
aprovechar la fortaleza y capacidad intelec-
tual de nuestra juventud. La Ley 29 del 27 
de febrero de 1990 fomenta la investiga-
ción científica y el desarrollo tecnológico.

•	 Ubicación de una Escuela Técnica de Avia-
ción con programas como Técnico de Línea 
de Aviones, Técnico de Línea de Helicóp-
teros, Técnico en Aviónica y Auxiliares de 
Vuelo entre otros, que permitan que Flan-
des y su región de influencia tengan mano 
de obra especializada en el sector de avia-
ción.

•	 Implementación del Programa “Fronteras 
del Mundo con Gravedad Cero” con la con-
secución de una cámara de ingravidez de 
las que utiliza la NASA.
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•	 Apoyo para el desarrollo de estos proyec-
tos en las embajadas de Francia, Alemania, 
Suiza y Estados Unidos que fueron las mi-
siones que nos enseñaron a volar.

•	 Generación de turismo de cultura y órga-
nos de difusión como revistas, periódicos, 
videos, libros, etc.

•	 Desarrollo de un Clúster Aeroespacial que 
impulse y consolide la industria aeroespa-
cial de Colombia, incrementando su com-
petitividad para un mayor posicionamiento 
en el ámbito nacional e internacional.

•	 Realización de Ferias Aeronáuticas, que 
permitan a las empresas representativas del 
sector presentar sus avances y actualiza-
ciones.

•	 Todos estos desarrollos harán visible el pro-
yecto de ampliación, modernización e in-
ternacionalización del Aeropuerto Santiago 
Vila de Flandes, permitiendo su concreción 
en el futuro cercano, generando empleo, 
educación, desarrollo, infraestructura, mo-
vilidad y seguridad entre otros, derivando 
en el mejoramiento de la calidad de vida de 
los habitantes de Flandes y de toda su re-
gión de influencia.

Por último, se resalta que mediante 
comunicación de Radicado 20176410095651 
de fecha 10 de mayo de 2017, la Fuerza Área 
Colombiana avaló el presente proyecto de ley.

V. PROPOSICIÓN FINAL
Por lo anteriormente expuesto, solicito a la 

Mesa Directiva del Senado, dar segundo debate al 
Proyecto de ley número 63 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se declara patrimonio histórico 
y cultural de la Nación, al municipio de Flandes 
del departamento de Tolima, por ser la cuna de la 
aviación militar de Colombia.

Del honorable Senador,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 63 DE 2017 
SENADO

por medio de la cual se declara patrimonio histórico 
y cultural de la Nación, al municipio de Flandes 
del departamento de Tolima, por ser la cuna de la 

aviación militar de Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Declárese al municipio 

de Flandes, Tolima, como Patrimonio Histórico y 

Cultural de la Nación, en su condición de “Cuna 
de la Aviación Militar de Colombia”.

Artículo 2°. De las obras y su financiación. 
Autorícese al Gobierno nacional a través 
del Ministerio de Defensa y del Ministerio 
de Cultura, para que en coordinación con la 
Gobernación del Tolima y la Alcaldía de Flandes 
se asignen recursos destinados a la construcción 
y dotación del “Museo Aeronáutico Cuna de la 
Aviación Militar de Colombia” en el municipio 
de Flandes, Tolima, con el objetivo de exaltar, 
preservar y divulgar la memoria de las gestas 
heroicas y patrióticas que tuvieron lugar en 
dicho municipio, que conforman un importante 
patrimonio histórico y cultural de la nación 
colombiana.

Artículo 3°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Cultura, contribuirá al fomento, 
promoción, difusión, conservación, protección, 
desarrollo y financiación del patrimonio cultural e 
histórico del municipio de Flandes, al ser la cuna 
de la aviación militar de Colombia.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

Atentamente,

COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., junio 13 de 2018
Autorizamos el presente informe de 

ponencia para segundo debate presentado por 
el honorable Senador Iván Leonidas Name 
Vásquez al Proyecto de ley número 63 de 
2017 Senado, por medio de la cual se declara 
patrimonio histórico y cultural de la Nación, 
al municipio de Flandes del departamento del 
Tolima, por ser la cuna de la Aviación Militar 
en Colombia, para su publicación en la Gaceta 
del Congreso.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE COMISIÓN SEGUNDA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
SENADO DE LA REPÚBLICA 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 63 DE 2017 
SENADO 

por medio de la cual se declara patrimonio histórico 
y cultural de la Nación, al municipio de Flandes 
del departamento de Tolima, por ser la cuna de la 

aviación militar de Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Declárese al municipio 

de Flandes, Tolima, como Patrimonio Histórico y 
Cultural de la Nación, en su condición de “Cuna 
de la Aviación Militar de Colombia”.

Artículo 2°. De las obras y su financiación. 
Autorícese al Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Defensa y del Ministerio de Cultura, 
para que en coordinación con la Gobernación del 
Tolima y la Alcaldía de Flandes se asignen recursos 
destinados a la construcción y dotación del 
“Museo Aeronáutico Cuna de la Aviación Militar 
de Colombia” en el municipio de Flandes, Tolima, 
con el objetivo de exaltar, preservar y divulgar la 
memoria de las gestas heroicas y patrióticas que 
tuvieron lugar en dicho municipio, que conforman 
un importante patrimonio histórico y cultural de la 
nación colombiana.

Artículo 3°. El Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Cultura, contribuirá al fomento, 
promoción, difusión, conservación, protección, 
desarrollo y financiación del patrimonio cultural e 
histórico del municipio de Flandes, al ser la cuna 
de la aviación militar de Colombia.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA
El texto transcrito fue el aprobado en primer 

debate en Sesión Ordinaria de la Comisión 

Segunda del Senado de la República, el día cinco 
(5) de junio del año dos mil dieciocho (2018), 
según consta en el Acta número 27 de esa fecha.
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